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INTRODUCCIÓN 

 

AVANCES, TRASFORMACIÓN Y SITUACIÓN ACTUAL DE LA VIOLENCIA 

POLÍTICA EN RAZÓN DE GÉNERO EN SAN LUIS POTOSÍ. 

En la presente investigación, se abordará de violencia político de género, la cual 

juega un papel fundamental en los procesos electorales, la cual debe respetarse en 

todo momento, no solo en la etapa del proceso electoral, puesto que la participación 

política de la mujer, jamás debe impedirse, por el contrario, debe fomentarse, por la 

ciudadanía y las autoridades electorales, administrativas y jurisdiccionales.   

Los instrumentos de investigación que se aplicarán en el presente trabajo, serán: 

En primer término, se los Métodos Teórico, Lógico, Histórico Cultural, para 

posteriormente recurrir al Método Deductivo Descriptivo, y concluir con datos 

exploratorios con el objetivo de generar la información y datos necesarios para 

sustentar el tema, mediante la obtención de datos numéricos que representen el 

carácter cuantitativo, amén de también se contará con la interpretación de dichos 

datos, lo cual proporcionarán información cualitativa. 

El objetivo de la presente investigación, describir y analizar la figura jurídica de la 

violencia política de género, y principalmente en el aspecto político y jurídico.  

Al tema del presente trabajo se le denominó “AVANCES, TRASFORMACIÓN Y 

SITUACIÓN ACTUAL DE LA VIOLENCIA POLITICA DE GÉNERO EN SAN LUIS 

POTOSÍ”. 

El capítulo I, Contiene la parte histórica conceptual, que proporcionará al lector, una 

serie de conceptos y eventos históricos, que se han suscitado y han contribuido a 

la Evolución del Régimen de Gobierno en México y en el Estado de San Luis Potosí.  

En el capítulo II, Se Abordará a la violencia política de género en México y en la 

Entidad Federativa denominada San Luis Potosí. 
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En el capítulo III, Se encontrará la situación actual de la violencia política de género, 

el análisis de datos derivado del teórico conceptual, así como los estudios 

exploratorios, con relación a la paridad de género  

Así mismo, en el presente trabajo, se encuentra un apartado de conclusiones en 

donde se detallan la forma en que se desarrolló el tema y como se cumplió con el 

objetivo de la investigación, además de presentar un catálogo de recomendaciones 

a efecto de dar cumplimiento con los propósitos de la investigación.   
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CAPITULO I. DESARROLLO HISTORICO, CONCEPTOS Y REFLEXIONES 

SOBRE LA VIOLENCIA POLÍTICA EN RAZÓN DE GÉNERO, GARANTÍAS, 

PREVENCIÓN, PROTECCIÓN Y ERRADICACIÓN.  

1.1. NOCIONES GENERALES. 

Para abordar el tema de violencia política, el cual resultar ser muy controvertido, es 

preciso mencionar, que cualquier forma de violencia es alterar la esfera jurídica de 

la persona, la cual puede ser patrimonial, social, cultural y emocional, entre otras, lo 

anterior, por consecuencia es una transgresión a la norma jurídica. 

Cabe mencionar, que la comisión de violencia de una persona en cintra de otra u 

otras, transgrede normas de carácter moral, religioso, social y sobre todo jurídico.  

Por anterior, es preciso señalar, que la norma jurídica deviene de la ciencia jurídica 

que es el derecho, la cual, se conceptualiza de la siguiente manera: La palabra 

proviene del vocablo latino directum, que significa no apartarse del buen camino, 

seguir el sendero señalado por la ley, lo que se dirige o es bien dirigido. En general 

se entiende por Derecho, conjunto de normas jurídicas, creadas por el estado para 

regular la conducta externa de los hombres y en caso de incumplimiento está 

prevista de una sanción judicial. 1  

Cualquier forma de violencia, constituye una violación a la ley, que afecta a las 

personas y que tiene como consecuencia, desde multas, hasta pena privativa de la 

libertad, dependiendo de las circunstancias especiales de cada caso en concreto.  

El Estado, por medio de sus instituciones debe prevenir, sancionar y erradicar la 

violencia en contra de las mujeres, desde cualquier ámbito (social, cultural, política, 

etc). 

Es preciso destacar que el Estado y la ciudadanía, en todo momento debemos 

atender a los dispositivos constitucionales y de tratados internacionales, de los 

 
1Flores Gomes González, Fernando y Carvajal Moreno, Gustavo, Nociones de Derecho Positivo Mexicano, Editorial Porrua, 
Vigésima quinta Edición, México 1986, p. 50 
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cuales, nuestro país es parte, no pasando desapercibido que, a lo largo de la 

historia, la República y Democracia han sufrido cambios significativos. 

A esto, el autor considera pertinente, abundar en estos tópicos, que servirán al lector 

para internarse en la lectura de este documento, en primer término, abordaremos, 

la violencia en general, desde su evolución histórica. 

1.2 VIOLENCIA CONCEPTO Y MODALIDADES. 

Con el propósito de acotar el tema central de la presente investigación, es necesario 

abordar generalidades conceptuales, para posteriormente arribar a cuestiones 

específicas y determinadas, para cual, nos internaremos en el origen, conceptos y 

diferentes formas de violencia en general. 

1.2.1 Breves antecedentes de la violencia. 

A través del tiempo y del espacio, la violencia, ha sido estudiada, entendiendo como 

una distorsión de la conducta humana, que causa daño a las personas, en su 

integridad, decoro, honra, reputación entre otras; Sin embargo, en épocas 

anteriores, quizá no era percibida como violencia, estos usos de la fuerza física o 

emocional, eran confundidos con formas de comportamiento, que incluso eran 

aceptadas, las cuales en el pasado fueron justificadas, empero, en la actualidad, 

deben ser rechazadas y reprochadas por la sociedad y por el sistema jurídico, todo 

acto que pueda considerarse como violencia en todas sus modalidades, incluyendo 

la política en razón de género, que en puntos posteriores, se abordara con mayor 

exhaustividad. 

La violencia generada por los seres humanos, ha sido estudiada desde los tiempos 

remotos; existen dos teorías modernas de sesgo evolucionista, la hipótesis del 

cazador, mayoritaria, y la del mono asesino de Raymond Darty Robert Ardrey. Pero 

desde el punto de vista de la antropología cultural, al menos para el antropólogo 

René Girard (La violencia y lo sagrado, 1972) 2 

 
2 Sucasas Peón, Juan Alberto (2017).«Antropología de la violencia: René Girard». Bajo Palabra. Revista de Filosofía. II, 
núm. 15. 

https://es.wikipedia.org/wiki/Hip%C3%B3tesis_del_cazador
https://es.wikipedia.org/wiki/Hip%C3%B3tesis_del_cazador
https://es.wikipedia.org/wiki/Raymond_Dart
https://es.wikipedia.org/wiki/Robert_Ardrey
https://es.wikipedia.org/wiki/Antropolog%C3%ADa_cultural
https://es.wikipedia.org/wiki/Ren%C3%A9_Girard
https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/6388319.pdf
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La violencia es consecuencia, de un proceso de mímesis social que termina 

disfrazándose como mito religioso pagano. La produce un deseo que no se dirige al 

bien, sino hacia aquello que desea el otro y solo puede tener él, porque no es de 

naturaleza divisible. Posee, pues, tres elementos: el uno, el otro y lo que desea el 

otro que no es divisible. La evolución de este deseo, en el deseo de todos contra 

todos, acaba por destruir ese tercer elemento a fin de salvar a la  sociedad y lo que 

sí podemos compartir. Eso produce una rivalidad, competencia o envidia y una 

violencia dañina de la que la sociedad, solo se libera mediante el uso del llamado 

chivo expiatorio o víctima injusta-inocente, que luego es divinizada o mitificada para 

disimular el violento fundamento social y político de la comunidad.  

El sacrificio expiatorio, es el fundamento violento de todas las religiones paganas 

con una finalidad sociopolítica; pero en el caso del cristianismo, sin embargo, se 

invierte este fundamento, mediante el amor y el auto sacrificio: ya no se adopta la 

perspectiva de la sociedad, sino la de la víctima del sacrificio: es una religión sin 

violencia. 

Girard (1972) generaliza el mecanismo victimario: no solo es fundamento de la 

religión, sino que de él surge el proceso de hominización, la cultura y las 

instituciones; todos los mitos contendrían un linchamiento fundador escondido.  

El autor coincide con lo vertido con antelación, e incluso para abundar, se considera 

pertinente señalar, que en tiempos ancestrales, los comportamientos humanos que 

dañaban o podían dañar a las personas, no eran considerados como violencia, por 

el contrario, se concebían como causas justas para remediar equivocaciones, 

verbigracia, el linchamiento en la época actual, independiente de la conducta 

delictuosa, algunas personas justifican la conducta, so pretexto de que el linchado 

o linchados perpetraron la integridad física o emocional de alguna persona o un 

grupo, y que por este motivo merecen ser castigados, sin atender el ordenamiento 

https://es.wikipedia.org/wiki/M%C3%ADmesis
https://es.wikipedia.org/wiki/Mito
https://es.wikipedia.org/wiki/Bien
https://es.wikipedia.org/wiki/Sociedad
https://es.wikipedia.org/wiki/Chivo_expiatorio
https://es.wikipedia.org/wiki/Sacrificio
https://es.wikipedia.org/wiki/Cristianismo
https://es.wikipedia.org/wiki/Religi%C3%B3n
https://es.wikipedia.org/wiki/Hominizaci%C3%B3n
https://es.wikipedia.org/wiki/Cultura
https://es.wikipedia.org/wiki/Instituci%C3%B3n
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jurídico, y en especial lo que establece por el arábigo 17 de la constitución política 

de los estados unidos Mexicanos.3 

De lo anterior, se debe puntualizar, que el texto constitucional, impide que los 

particulares, amen, de haber sido afectados, en su integridad o en su esfera jurídica, 

comentan actos violentos en contra de sus semejantes, con el pretexto de sentirse 

víctimas de un acto delictivo.  

1.3 El GOBIERNO COMO ENTE GARANTISTA DE LOS DERECHOS DE LAS 

MUJERES.  

La Republica de acuerdo al Diccionario de la Lengua española actualizado 2023, 

consiste en la Organización del Estado cuya máxima autoridad es elegida por los 

ciudadanos o por el Parlamento para un período determinado. Una República es 

una forma de gobierno y de organización del Estado en la que el Poder Público, se 

ejerce por conducto de representantes del pueblo, el gobierno lo desempeñan 

individuos elegidos por la ciudadanía y sometidos a un cuerpo de leyes 

fundamentales, como lo marca la Carta Magna, acorde a la separación de poderes. 

Por su parte Aristóteles conceptualizó a la República como “una conjunción de 

oligarquía y democracia. La república es por lo tanto un gobierno mixto”. Aristóteles 

sostuvo que, si la mayoría de las ciudades reclaman una república como forma de 

gobierno, es para lograr atemperar las diferencias entre ricos y pobres. De idea 

antes plasmada aparece el vínculo entre Republica y Democracia.  

La palabra “República” proviene del término latín res pública, “la cosa pública”, con 

el que los romanos hacían referencia a la esfera de los intereses públicos, del bien 

común o del Estado. El término res publica fue empleado por primera vez en la 

época conocida como la República romana, iniciada en el 509 a. C., cuando se puso 

fin a la monarquía. 

 
3 Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho. Toda 
persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y 
términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. 
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En ese entonces, la República se caracterizaba, por ser una aristocracia (los 

patricios) ocupaba los asientos del Senado romano y dentro de este grupo social se 

elegía a dos cónsules que gobernaban y comandaban el ejército. Los cónsules eran 

elegidos mediante el voto de todos los ciudadanos varones libres de Roma (tanto 

patricios como quienes no formaban parte de la aristocracia, los plebeyos), reunidos 

en una asamblea llamada Comitia centuriata en la que se organizaban según su 

nivel de riqueza. A partir del siglo IV a. C., el Senado y el cargo de cónsul 

comenzaron a ser ocupados también por plebeyos. 

Es importante destacar, que lo que en la actualidad se considera como república, 

se contrapone a la utilizada en la antigüedad, y generalmente se refiere a la fuerza 

de la ley mandatada en una Constitución, apoyándose en la elección directa o 

indirecta del titular del Estado y de los representantes en el poder legislativo y a la 

independencia de los poderes públicos.  

En esta tesitura, la república es contraria al monopolio del poder político por parte 

de un solo individuo, muy diferentes a como ocurrió en la autocracia, en la que la 

designación era arbitraria y se transmitían a los descendientes de los cargos 

públicos de mayor jerarquía, de la misma manera sucedía en las monarquías, 

(empero, en la actualidad, muchas monarquías conceden al rey una categoría social 

y no tanto política). 

La República constituye una organización del ente estatal basado en instituciones 

democráticas donde todos los ciudadanos son iguales ante la ley y eligen a sus 

representantes mediante el voto directo o indirecto, pues la soberanía reside en el 

pueblo. En 1762 Rousseau sostuvo, que en la soberanía popular. El pueblo es el 

soberano jurídico. La soberanía reside en la voluntad general del pueblo. Las 

características de esta soberanía son su unidad, su individualidad, su permanencia, 

su alienabilidad y su carácter absoluto e irrepresentable. 

Podría confundirse la Republica y la Soberanía, sin embargo, resulta importante 

señalar que la soberanía es el poder absoluto y perpetuo de un Estado, y la 

República constituye la forma de organización y dirección del gobierno, si bien es 

cierto ambos conceptos, se encuentran íntimamente vinculados entre sí, también lo 
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es que debemos partir del presupuesto de la ciudadana, para que estos 

debidamente organizados, ejerzan el derecho inalienable de elegir su forma de 

gobierno.  

En el año de 1789, fue emitida la Declaración Universal de los Derechos del Hombre 

y del Ciudadano, en virtud de la omisión de aplicación de los Derechos 

Fundamentales, en la cual quedaron plasmadas frases como: “En una Declaración 

solemne, los derechos naturales, inalienables y sagrados del Hombre”, La 

trascendencia de esta Normativa, estriba, en el hecho de que se reconocen los 

derechos inherente al ser humano, la igualdad y libertad de las personas y en lo que 

destaca la forma de gobierno, son destacable los artículos 1,3 y 4, los cuales se 

precisan a continuación: 

Artículo 1 Los hombres nacen y permanecen libres e iguales en derechos. Las distinciones sociales 

sólo pueden fundarse en la utilidad común. 

Artículo 3 El principio de toda Soberanía reside esencialmente en la Nación. Ningún cuerpo ni ningún 

individuo pueden ejercer autoridad alguna que no emane expresamente de ella. 

Artículo 4 La libertad consiste en poder hacer todo lo que no perjudique a los demás. Por ello, el 

ejercicio de los derechos naturales de cada hombre tan sólo tiene como límites los que garantizan a 

los demás Miembros de la Sociedad el goce de estos mismos derechos. Tales límites tan sólo pueden 

ser determinados por la Ley. 

En atención a lo antes expresado, se arriba a la conclusión que, a raíz de la caída 

de la Monarquía, se dieron los primeros pasos a la democracia que caracteriza a la 

mayoría de los Países en la actualidad, Por lo que toca a México, a continuación, 

describiremos datos que permitieron la evolución y el desarrollo de la República 

Mexicana y su Soberanía.  

El sistema de gobierno instaurado por la Constitución de 1824, fue el de una 

República Representativa Popular Federal. La nación mexicana adoptó el nombre 

de Estados Unidos Mexicanos porque contemplaba la unión de los estados libres 

mexicanos en una federación que admitía la organización interna de cada estado y 

la participación de sus representantes en las cámaras legislativas del gobierno 

federal. 
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El Gobierno Nacional Republicano adoptó la división de poderes: Poder Ejecutivo 

(cuyas máximas autoridades eran el Presidente y el Vicepresidente, elegidos por 

elecciones federales indirectas), el Poder Legislativo (un Congreso con dos 

cámaras: diputados y senadores) y el Poder Judicial (una Corte Suprema de 

Justicia, Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito). A su vez, cada Estado 

reproducía la separación de poderes en su organización interna. 4 

Esta constitución entre otros aspectos incluyó la Soberanía Nacional, los Derechos 

Humanos, el Federalismo, la División de Poderes y la Democracia Representativa. 

En cuanto a la igualdad de las personas, quedó preceptuado que la Igualdad 

consiste en que la ley debe ser la misma para todos; ya proteja, ya castigue, no 

pueda ordenar sino lo que es justo y útil a la sociedad, ni prohibir, sino lo que es 

perjudicial". 

El constitucionalismo mexicano, fue desarrollándose paulatinamente, a través de 

las Constituciones de 1857 y 1917, lo que trae como consecuencia a la república 

democrática moderna, la cual se caracteriza a continuación: 

➢ Es una forma de gobierno en la que la soberanía reside en el pueblo, que 

ejerce el poder político solo por conducto de sus representantes. 

➢ Se rige por una Constitución que debe priorizar la separación de poderes 

(ejecutivo, legislativo, judicial) y la igualdad de los ciudadanos ante la ley. 

➢ Las repúblicas no tienen cargos hereditarios, puesto que para ocupa los 

cargos de elección popular, los servidores públicos debieron transitar por un 

proceso electoral, bajo el principio de la soberanía popular. Todo ciudadano 

que cumpla con lo requisitado por la Carta Fundamental puede aspirar a 

presentarse como candidato y posteriormente si el pueblo lo decide, puede 

ser electo. 

➢ La función estatal, así como los derechos humanos y los derechos derivados 

de Tratados internacionales, además de las obligaciones de los ciudadanos, 

 
4 https://humanidades.com/constitucion-mexicana-de-1824/#ixzz8tNFPePZ9.  

 

https://humanidades.com/constitucion-mexicana-de-1824/#ixzz8tNFPePZ9
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deben estar preceptuados, tutelados y garantizados en una Constitución, 

puesto que la Ley Fundamental establece Prerrogativas y obligaciones de los 

individuos, así como los alcances y restricciones del poder político. 

➢ El Balance entre las instituciones del Estado deben ceñirse a la División de 

Poderes. 

➢ Los derechos Políticos electorales, consiste en la facultad de emitir sufragio 

y de participar en los procesos electorales como candidatos y si la ciudadanía 

considera que es viable, puede ocupar cargos públicos. 

1.4 BREVES REFERENCIAS, SOBRE LA CONDICIÓN JURÍDICA DE LOS 

HOMBRES Y LAS MUJERES.  

Si retomamos el concepto de Democracia, la cual podemos resumir en que “es la 

potestad que tienen todos los ciudadanos para elegir de manera libre a sus 

representantes o bien ser parte de la toma de decisiones en el ámbito político”, sin 

embargo debemos considerar que en el ámbito cultural, social, deportivo, 

económico, etc., los hombres y las mujeres no han recibido un trato igualitario, por 

ejemplo en Roma existió el “Pater familias”, quien tenía la potestad social, legal y 

económica sobre su esposa, la cónyuge era considerada como hija, solo aspectos 

sexuales y de reproducción distinguían a la una de la otra. 

En la Nueva España, la condición jurídica de los hombres y las mujeres, se 

desarrolló en un terrero de desigualdad y la exclusión predominado el poder del 

género masculino sobre el femenino, el papel de la mujer solo era de esposa y 

madre, sus funciones solo eran en la familia y hogar, ellas solo realizaban labores 

domésticas y de crianza de los hijos, en el ámbito cultural, social, económico y 

político, existió una diferencia abismal en el género masculino y femenino, por citar 

algunas circunstancias, la mujer no tenía posibilidades de recibir educación, y en 

esa época, no se imaginaba la sociedad que la mujer participara en la vida política 

en ese entonces. 

Cabe mencionar, que aun y cuando, triunfó el Movimiento de Independencia en la 

República Mexicana, influyo notablemente el Derecho Romano y el Derecho 
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Francés, (Código Napoleónico). La Superioridad del género Masculino sobre el 

femenino continúo predominando.  

La desigualdad entre hombres y mujeres prevaleció hasta después del movimiento 

de independencia de México, un antecedente que podría considerarse que dio inicio 

a la procuración y defensa de la mujer con relación a los hombres, es la Ley de 

relaciones Familiares publicada en el año de 1917, en la que dentro de la exposición 

de motivos señalaba textualmente que “ ……la familia es la base de la sociedad, se 

hace indispensable realizar cuanto antes la promesa hecha en el mencionado 

informe, reglamentando el matrimonio de tal manera que, se aseguren los intereses 

de la especie y de los mismos cónyuges…..”5 

Una vez, analizados elementos históricos, y aspectos generales de la violencia en 

general, a continuación, nos internaremos a la violencia en razón de género.  

1.5 LA VIOLENCIA POLÍTICA EN RAZÓN DE GÉNERO. 

La violencia política en razón de género, también denominada violencia contra las 

mujeres en política, acoso político o violencia política contra las mujeres, supone 

una serie de decisiones, acciones y conductas que afectan el acceso o el ejercicio 

de los derechos político-electorales de las mujeres u otras personas por su 

condición de género (Bardall et al., 2020; Freidenberg, 2017; Freidenberg y Gilas, 

2022; Krook y Restrepo, 2016; Restrepo, 2020). De ahí que se defina a la violencia 

política en razón de género, bien como aquellos comportamientos dirigidos 

específicamente contra las mujeres por ser mujeres, con el propósito de que 

abandonen la política, al presionarlas para que renuncien a ser candidatas o a un 

cargo público (Krook, 2017), o bien como la distribución sexuada del poder y la 

utilización —consciente o inconsciente— de cualquier medio que se tenga a 

disposición para preservarla (Bardall et al., 2020, p. 922).  

En opinión de autor, a las acciones y conductas, deben incluir las omisiones, las 

cuales son perpetradas en contra de las mujeres, que vulneran, impiden, u 

 
5https://www.constitucion19172017.pjf.gob.mx/sites/default/files/venustianocarranza/archivos/Leysobrerelacion
esfamiliares1917.pdf 

https://www.constitucion19172017.pjf.gob.mx/sites/default/files/venustianocarranza/archivos/Leysobrerelacionesfamiliares1917.pdf
https://www.constitucion19172017.pjf.gob.mx/sites/default/files/venustianocarranza/archivos/Leysobrerelacionesfamiliares1917.pdf
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obstaculizan, para que las mujeres, tengan acceso de manera libre y eficaz, al 

ejercicio de los derechos políticos electorales, de los cual podemos sostener que 

actos y omisiones en contra de las mujeres, pueden ser: 

➢ Acceso libre a la realización de actividades de carácter político electoral. 

➢ Participación de manera pacífica, en las políticas públicas.  

➢ Intervenir en movimientos sociales en aras de proteger los derechos de las 

mujeres. 

➢ Ejercer de manera plena y absoluta los derechos políticos electorales, con 

relación a los partidos políticos y las autoridades administrativas y judiciales 

en el ámbito electoral. 

Estas prácticas, además de evidenciar el rechazo hacia el reconocimiento de la 

legitimidad de las mujeres como actoras políticas, implican un endurecimiento de 

los obstáculos que enfrentan —dentro de los partidos— las militantes con liderazgo 

propio (Tagle, 2017); las mujeres han sido relleno de listas, moneda de cambio entre 

grupos partidistas e incluso un premio —que parecía más bien un castigo— para 

quienes perdían en las elecciones internas (algo así como “el que pierde la interna 

pone la mujer”) o para quienes pensaban que podían seguir contando con el silencio 

de las mujeres en las estructuras de poder. En lugar de concebir la participación y 

la representación de las mujeres como una oportunidad para pluralizar las 

democracias, transformar malas prácticas, favorecer la expansión de derechos y 

reducir la desigualdad que viven los sistemas políticos de la región, muchos 

hombres (y algunas mujeres) lo han visto como un riesgo para sus privilegios y han 

respondido con conductas violentas (Biroli, 2018). 

El hecho de que las mujeres enfrenten una y otra vez ataques directos o indirectos 

cuando quieren hacer política ha generado diversos esfuerzos de regulación 

normativa. Esos marcos regulatorios han sido resultado de una estructura de 

oportunidad política que combina: 1) el activismo en el ámbito local que utilizó 

normas internacionales para proponer una solución innovadora a un problema 

(Freidenberg y Gilas, 2022; Restrepo, 2020); 2) las redes de mujeres políticas que 
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trabajan con un conjunto muy diverso de actores críticos de dentro y fuera del 

aparato estatal (Krook, 2017; Tagle, 2017), y 3) la influencia de actores 

internacionales (la ONU Mujeres, la Comisión Interamericana de Mujeres [CIM] de 

la Organización de los Estados Americanos [OEA], el Instituto Internacional para la 

Democracia y la Asistencia Electoral y el Programa de las Naciones Unidas para el 

Desarrollo), que han trabajado para fomentar las conexiones internacionales y la 

difusión de ideas entre activistas, académicas, autoridades y mujeres políticas, con 

la intención de atajar y sancionar la violación sistemática de derechos (Albaine, 

2018; Freidenberg y Gilas, 2022). 

La violencia política, puede ser perpetrada por cualquier persona o grupo de 

personas, el Estado o sus agentes, superiores jerárquicos, colegas de trabajo, 

partidos políticos o sus representantes, así como por medios de comunicación y sus 

integrantes (Freidenberg y Gilas, 2022).  

Pueden suscitarse casos, en los que la violencia sea cometida en contra de las 

mujeres para evitar que accedan a un cargo o ejerzan como autoridades políticas o 

electorales; también como una manera de amenazar, amedrentar o vulnerar a los 

hombres (a los esposos, hermanos o padres), o bien puede suceder que se cometan 

actos de violencia en contra de las hijas y los hijos con la intención de afectar a las 

madres, con el objetivo de impedir que ellas tomen determinadas decisiones o 

ejerzan sus derechos. Cualquiera de estas manifestaciones contra las mujeres 

supone creencias e ideas respecto a que ellas están menos capacitadas para 

ejercer sus derechos políticos.  

La literatura especializada, ofrece diferentes clasificaciones de la violencia política 

en razón de género. No hay una única manera de ejercerla: puede ser física, 

simbólica, patrimonial, sexual, digital, entre otras.6  

Esas formas pueden ir cambiando en el tiempo y el espacio, también pueden 

representar rostros diferenciados en distintos contextos políticos y culturales. De ahí 

 
6 Mona Lenna Krook y Juliana Restrepo Sanin (2016) proponen una definición amplia de violencia contra las mujeres en 

la política. 
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que pueda manifestarse de diferente manera de un país a otro, de un contexto 

cultural a otro y de un momento a otro. No obstante, el hecho distintivo es que esa 

violencia con frecuencia adopta formas generalizadas: la violencia dirigida contra 

las mujeres suele ser distinta de aquella que padecen los hombres. Así, los actos 

violentos en contra de las mujeres suelen incluir los argumentos de género, lenguaje 

o imágenes sexualizadas, así como ataques sexuales (Bardall et al., 2020), lo que 

usualmente no ocurre contra los varones. 

En muchos contextos, las dirigencias y militancias de los partidos han sido las 

principales fuentes de acoso o violencia política de género, incluso contra las 

mujeres de sus propios grupos políticos (Freidenberg y Valle, 2017). 

A los gobiernos, partidos políticos y ciudadanía en general, no les ha interesado la 

igualdad de género, ni dentro de sus organizaciones, ni tampoco en las 

candidaturas. De lo anterior, se desprende, que las mujeres no hayan tenido las 

mismas oportunidades que los hombres para acceder a los cargos de dirección o a 

los puestos de representación popular; No haber recibido los mismos recursos 

materiales, humanos y financieros para sostener actos de precampaña y campaña, 

lo anterior ha provocado, que las mujeres hayan enfrentado y sigan enfrentando 

obstáculos y limitaciones graves, para crear o consolidar cuadros líderazgos 

políticos (como los techos de cristal, de cemento y de billetes, los sesgos y 

estereotipos de género desde el electorado, así como en las coberturas 

periodísticas). 

Las circunstancias, que provocan un impedimento para que las mujeres, figuren en 

actividades inherentes a las cuestiones políticas, entre otras, se citan  a 

continuación:  

Múltiples formas de violencia física y sexual dentro de la misma categoría de 

violencia física y una división de la amplísima categoría de violencia psicológica en 

tres subcategorías: violencia psicológica, económica y simbólica. De ahí que la 

violencia física incluye acciones que afectan la integridad física de una mujer, 

tomando en cuenta la violencia. 
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Entre los ejemplos de este tipo de violencia está el homicidio, el secuestro, las 

golpizas y el abuso doméstico, así como el abuso y el secuestro de familiares o 

colaboradores (Freidenberg, 2017).  

Los titulares de entes gubernamentales y los partidos políticos, deben proteger 

cualquier conducta u omisión que constituya violencia en contra de la mujer, sin 

embargo, juegan con sus intenciones e ideales, puesto que les ofertan recursos y 

cargos para luego no cumplir, excluyéndolas, violentándolas o discriminándolas.   

Dichos entes, continúan controlando de manera excluyente los procesos de 

selección de las candidaturas, a fin de que nadie pueda registrarse sin autorización 

del que manda; expulsan de los círculos de poder a las mujeres que se registran 

solas (con el mensaje de “En este momento no te toca a ti”) o que no aceptan las 

órdenes que limitan sus prerrogativas político electorales.  

La existencia de estas simulaciones, resistencias y malas prácticas torna más difícil 

lograr una regulación adecuada de los mecanismos contra la violencia política en 

razón de género, pues quienes suelen ser los acusados de ejercer este tipo de 

prácticas violentas y discriminatorias son —precisamente— quienes tienen a su 

cargo la regulación de esos comportamientos. De ahí que la justicia electoral tenga 

un papel clave en la protección de los derechos político-electorales de las mujeres, 

ya que con sus decisiones pueden llenar lagunas y vacíos, que son resultado de 

que las personas legisladoras deciden no legislar o prefieren dejar a la interpretación 

de las juezas y los jueces (Alanis, 2017; Freidenberg y Gilas, 2021; Sobrado, 2016; 

Wylie y Santos, 2016). 

Desde esta mirada, el Estado resulta ser un actor clave que puede cambiar las 

condiciones de manipulación, el comportamiento evasivo o las simulaciones que las 

élites partidistas realizan de las reglas de género (Piscopo, 2015; Tate y Vallinder, 

1995). Las juezas y los jueces electorales pueden transformar los incentivos, las 

condiciones estructurales e incluso atajar las prácticas que violentan las reglas, así 

como las que no son ilegales pero que los actores políticos ejercen, aceptan y 

legitiman cuando compiten en la arena política, muchas veces para no cumplir con 
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lo que establecen las reglas formales que protegen los derechos de las mujeres 

(Sobrado, 2016).  

En ese sentido, el Estado y, en este caso, la justicia electoral se han convertido en 

aliados clave para impulsar avances en la protección de los derechos y para llenar 

las lagunas y los vacíos que dejan quienes legislan cuando se trata de poner límites 

a sus propias actuaciones en materia de igualdad de género; mientras que, en otros 

momentos, precisamente la justicia electoral puede ser uno de sus principales 

obstáculos debido a que no aplican criterios que resuelvan los casos con 

perspectiva de género ni piensan en criterios normativos que respeten el principio 

pro persona (Alanis, 2017; Freidenberg y Gilas, 2021; Sobrado, 2016). 

1.5.1 Características de la violencia política de género. 

La violencia política de género puede definirse como toda acción, conducta u 

omisión, cometida directamente por el agresor o a través de otro (s), la cual, en 

razón a su género, produzca daño, menoscabo o afectación, a una o varias mujeres, 

y que tenga por objeto o resultado privar, impedir o anular el reconocimiento goce o 

disfrute del ejercicio de sus derechos políticos. Esta definición, construida a partir 

de diversos instrumentos internacionales y legislaciones nacionales, incorpora 

elementos esenciales que permiten distinguir esta forma específica de violencia. 

Las características distintivas de la violencia política de género incluyen: su 

motivación específica basada en estereotipos de género; su objetivo de limitar o 

anular la participación política femenina; su manifestación en espacios públicos y 

privados relacionados con la actividad política; y su impacto diferenciado sobre las 

víctimas directas y el conjunto de mujeres en política. 

Esta forma de violencia puede materializarse de varias formas: física, psicológica, 

sexual, económica, patrimonial y simbólica. Cada una de estas modalidades, 

presenta características específicas cuando se ejerce en el ámbito político, puesto 

que estos actos se transportan a los derechos políticos electorales. 

1.5.2. Evolución del marco normativo internacional 
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El reconocimiento jurídico de la violencia política de género transitado por proceso 

paulatino, cuyos antecedentes parten herramientas jurídicas internacionales de 

derechos humanos de las mujeres. La Convención sobre la Eliminación de Todas 

las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) de 1979 estableció las 

bases al reconocer el derecho de las mujeres a participar en la vida política en 

condiciones de igualdad. 

La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

contra la Mujer (Convención de Belém do Pará) de 1994 amplió el concepto de 

violencia contra las mujeres, incluyendo aquella que tenga lugar en la vida pública. 

Si bien no hace referencia específica a la violencia política, sus disposiciones 

generales resultan aplicables a esta manifestación particular. 

Un elemento esencial fue la adopción del Mecanismo de Seguimiento de la 

Convención de Belém do Pará (MESECVI) y sus recomendaciones específicas 

sobre violencia política. En particular, la Declaración sobre la Violencia y el Acoso 

Políticos contra las Mujeres (2015) constituyó el primer instrumento internacional 

específico sobre la materia. 

1.5.3 Evolución en el derecho comparado. 

América Latina ha sido precursora en el reconocimiento y la implementación de la 

normativa con respectos de la violencia política de género. El estado Plurinacional 

de Bolivia fue el primer país en aprobar una ley específica sobre la materia (Ley 243 

de 2012), seguido por otros países como Perú, México, Ecuador y Costa Rica. 

La experiencia boliviana es particularmente relevante, ya que su Ley contra el Acoso 

y Violencia Política hacia las Mujeres estableció definiciones precisas, tipificó 

conductas específicas y creó mecanismos institucionales especializados. Esta 

legislación ha servido como modelo para desarrollos normativos posteriores en la 

región. 

La reforma constitucional de 2019 y la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia en Mexico, han tipificado a la violencia política como una 
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modalidad específica, estableciendo obligaciones para los tres niveles de gobierno 

en materia de prevención, atención, sanción y erradicación. 

1.5.4 Obligaciones Estatales en materia de prevención. 

La obligación de debida diligencia. 

Los Estados tienen la obligación de actuar con debida diligencia para prevenir, 

investigar, sancionar y reparar la violencia política de género. Esta obligación, 

derivada del derecho internacional de los derechos humanos, implica el deber de 

adoptar medidas apropiadas y efectivas para proteger a las mujeres en política. 

➢ La debida diligencia requiere, que los países establezcan una legislación, 

idónea y aplicable. 

➢ Que generen la creación de instituciones especializadas. 

➢ Que implementen de políticas públicas relativas al tema en particular. 

➢ Que otorguen recursos suficientes, para la aplicación. 

➢ Que evaluación constante de las medidas adoptadas. 

Estos imperativos normativos y políticos, tienen como finalidad evitar cualquier 

forma de violencia en contra de la mujer y adoptar medidas legislativas, mientras 

que tiene carácter progresivo respecto a las medidas tendientes a contribuir a la 

igualdad sustantiva. 

Medidas legislativas y normativas. 

Los Estados deben adoptar legislaciones o normativas que reconozcan, 

conceptualicen, y sancionen la violencia política de género. Lo anterior, debe 

provocar la modificación de las normas jurídicas existentes, además de aprobar 

normas específicas novedosas sobre el tema en particular.  

Las medidas legislativas deben contener: la definición precisa del supuesto jurídico, 

el encuadre de la conducta u omisión respectiva; el establecimiento de sanciones 

proporcionadas al hecho u omisión imputada; la creación de procedimientos 
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especializados; y señalar claramente que autoridad resulta competente para casa 

caso específico.  

Con el propósito de contribuir a la prevención, protección y erradicar, la violencia 

política de género en contra de la mujer, deben crearse instituciones que solo se 

aplique a estas circunstancia, o las ya existentes deben capacitarse y 

especializarse, así como cada uno de sus colaboradores en este tema tan delicado, 

puesto que esta acción gubernamental, resulta ser esencial, para cumplir el objetivo 

de apoyar en acciones tendientes a prevenir, erradicar y proteger a las mujeres de 

violencia político solo por el hecho de ser mujeres.  

La Prevención primaria: transformación cultural 

La prevención primaria de la violencia política de género, debe estar encaminada a 

la transformación de conductas histórico culturales, que continúan provocado la 

discriminación y violencia contra las mujeres en el aspecto político, puesto que tal 

fenómeno obstaculiza e impide participación activa en la política por parte de las 

mujeres. 

Las estrategias de prevención primaria deben incluir:  

➢ Eventos y/o cursos y/o conferencias que tengan como objetivo primordial la 

sensibilización de la comunidad;  

➢ En el sector educativo, federal, local y municipal, se incluyan programas 

académicos, que fomenten la igualdad de género;  

➢ Cursos de capacitación por parte de institutos políticos, entes 

gubernamentales y sociedad civil, para las mujeres en particular y para todas 

las personas que se desenvuelven en el ámbito político. 

Prevención secundaria: detección temprana y respuesta rápida. 

La prevención secundaria, radica en la identificación temprana de circunstancia de 

riesgo y la implementación de mecanismos de protección previa a la materialización 

de violencia, o en el supuesto de que ya exista se impida se agrave.  
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En los procesos electorales, se pueden identificar índices de violencia política, 

puesto que se ha evidenciado, que las mujeres enfrentar amenazas por razón de 

su género, lo cual conlleva a circunstancias que pueden provocar violencia política 

en contra de las mujeres.  

Prevención terciaria: evitar la revictimización y la repetición 

La prevención terciaria, busca evitar que las víctimas de violencia política de género 

enfrenten nuevas agresiones y que los violentadores continúen realizado tales 

conductas. Los procesos de justicia deben estar diseñados para evitar la 

revictimización, lo que incluye procedimientos especializados, medidas de 

protección durante el proceso y enfoques restaurativos cuando sea apropiado. 

Los mecanismos de reparación deben proteger a la víctima tanto en lo individual 

como en lo colectivo, cuyo cometido no solo sea reparar el daño causado a las 

víctimas mujeres, además de prevenir eventos nuevos, así como la promoción 

modificaciones que cumplan con los objetivos plasmado en la normativa 

correspondiente. 

El establecimiento de un sistema que sancione de manera plena, es de vital 

importancia para la prevención de la violencia política de género. Las sanciones 

deben ser proporcionadas, efectivas y sobre todo conminar al sancionado a no 

repetir la conducta. 

Es un imperativo por parte de nuestro sistema jurídico, que el procedimiento 

sancionatorio, debe incluir diferentes tipos de responsabilidad: La electoral, penal, 

civil y administrativa, puesto que el grado de afectación impacta en distintos y 

diversos aspectos de la vida de la víctima, aclarando que cada ámbito afectado, 

debe tener un procedimiento especifico regulado por la normativa aplicable. 

Quien fue víctima de violencia política de género, tiene derecho a una reparación 

integral del daño, en el cual, debe destacarse lo siguiente: 

➢ Que las cosas regresen al estado en que se encontraban antes de la 

comisión de la violencia de género. 
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➢ Que se respete el derecho de la víctima que fue impedido o limitado por parte 

del agresor 

➢ Que se restituya el derecho privado de la víctima por parte del agresor 

➢ Que se rehabilite al agresor, a fin de que éste no intente causar violencia a la 

víctima y a cualquier mujer,  

➢ La restitución en el cargo o posición partidista, si es que la víctima fue cesada 

o privada de la posición, por consecuencia de la violencia perpetrada en su 

contra.  

➢ Indemnización pecuniaria a la víctima, derivado de la violencia cometida en 

su contra.  

➢ El ofrecimiento de disculpas públicas a la víctima por parte del agresor  

El instituto Nacional Electoral (INE). Los Organismos Públicos Electorales Locales 

(OPLES), El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y los Tribunales 

Electorales en la Entidades Federativas, en ejercicio de sus funciones 

administrativas y jurisdiccionales, son parte total en la prevención y sanción de la 

violencia política de género, puesto que sus conocimientos y competencias en el 

Derecho Electoral, los sitúa como entes preparados en este disciplina jurídica, para 

garantizar la prevención, erradicación y sancionar la violencia de género, así como  

para conocer y resolver todos y cada uno de los procedimientos que se inicien en el 

aspecto de violencia de género, las cuales se identifican plenamente los actos 

procesales siguientes: 

➢ La supervisión del cumplimiento de obligaciones por parte de partidos 

políticos y autoridades electorales. 

➢ La verificación de campañas electorales, para prevenir violencia de género; 

instituciones para garantizar respuestas integrales; y la implementación de 

programas de capacitación y sensibilización. 

➢ La recepción, admisión y radicación de denuncias por violencia de género. 
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➢ La tramitación y resolución de todos los procedimientos relacionados con la 

violencia política, incluyendo el sancionador.  

Derivado de todos y cada uno de los procedimientos relacionados con violencia 

política en razón, el Tribunal electoral del Poder Judicial de la federación, deben 

desarrollar criterios que garanticen la aplicación de la Justicia electoral en esta 

materia de manera uniforme por medio de Jurisprudencia.  

El monitoreo y registro de casos de violencia política de género resulta 

imprescindible para conocer y valorar el problema, identificar conductas recurrentes 

y calificar que sean eficaces las medidas adoptadas, el monitoreo debe incluir el 

rastreo de casos individuales, y con esa información general análisis que evidencien 

avances o retrocesos. 

La violencia política de género es un fenómeno multifactorial, por lo que debe existir 

coordinación entre las distintas autoridades, para evitar datos contradictorios. 

Además de la función de las autoridades administrativas y jurisdiccionales en 

materia electoral, se requiere la participación de organizaciones de la sociedad civil 

para que unidos entre sí, garanticen la aplicación de las estrategias de prevención 

y atención de la violencia política de género.  

1.6 ANTECEDENTES SOBRE LA VIOLENCIA POLÍTICA CONTRA DE LAS 

MUJERES EN EL ÁMBITO INTERNACIONAL Y NACIONAL.  

El tribunal electoral del Poder Judicial de la federación, publicó una articulo 

denominado “Antecedentes en el ámbito nacional e internacional sobre la violencia 

política contra las mujeres en razón de género”, el cual resulta sumamente 

importante a consideración del autor, incluir fragmentos para el presente trabajo. 7 

Ámbito nacional Algunos aspectos del desarrollo normativo, como la definición del 

concepto de violencia política contra las mujeres en razón de género, se Este 

apartado pertenece a la obra Avances e incompletudes del concepto de violencia 

 
7 https://www.te.gob.mx/editorial_service/media/pdf/090420241703533630.pdf D. R. © 2023. Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación. 

 

https://www.te.gob.mx/editorial_service/media/pdf/090420241703533630.pdf
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política en razón de género, bordaron en el apartado “Marco conceptual”. No 

obstante, falta mencionar qué se busca lograr con la normativa nacional e 

internacional, junto con los aspectos relevantes a la lucha contra esta modalidad de 

violencia. De entrada, el marco existente es un paso que dota a las mujeres de “las 

palabras para describir sus experiencias y las ha motivado a abordar este problema” 

(Krook 2016, 479); incluso, son ellas las que también generaron esta normativa 

entre una pluralidad de actoras y actores. En ese andar, como se indicó, una de las 

primeras respuestas es la elaboración del Protocolo para Atender la Violencia 

Política contra las Mujeres en Razón de Género, en 2016. Su creación tiene especial 

relevancia en la medida en que incluye entre los tipos de violencia la simbólica. Al 

respecto, existe una gran resistencia para incluirla en el marco normativo y todavía 

más para valorarla por parte de las juezas y los jueces en las denuncias 

presentadas. Esta modalidad visibiliza violencias que se encuentran enclavadas en 

la cultura, y son particularmente poderosas, puesto que se ven y se sienten 

correctas, consiguiendo que las víctimas sean con mucha frecuencia cómplices de 

estos actos, en lugar de verlos como una dominación (Krook 2017, 56).  

En ese contexto, la violencia simbólica contra las mujeres en razón de género, en 

la política, busca deslegitimarlas por medio del uso de estereotipos de género que 

niegan su competencia y visibilidad en la esfera política. Estos comportamientos 

van más allá de la crítica […] en los medios de comunicación, o de comportamientos 

groseros normales por parte de colegas y opositores (Krook 2017, 56). 

El problema no es menor, porque quien aquí suscribe coincide con Krook que 

“puede ser más poderosa que la violencia física justamente porque son formas de 

disciplinamiento que están fijas en la cultura, lo que las hace sutiles, indirectas, 

invisibles” (Krook 2017, 58), en algunos casos para las víctimas, las juezas y los 

jueces y la sociedad. Aunado al Protocolo, un paso decisivo, en el sentido integral, 

lo constituye el decreto del 13 de abril de 2020, que establece la reforma de ocho 

leyes generales con la finalidad de prevenir, erradicar, atender y sancionar la vpcmrg 

(violencia política contra la mujer en razón de género). 
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Tal como lo señala el artículo del Máximo Tribunal Electoral en nuestro país, el autor 

coincide con el hecho de que la lucha de las mujeres contra la violencia política en 

razón de género, ha provocado cambios profundos desde el punto de vista social, 

económico, cultura y sobre todo el político, a fin de que se erradique las practicas 

negativas contra la mujer, verbigracia, el impedir a la mujer, un cargo o puesto en el 

interior de un instituto político, o de cualquier asociación política nacional o estatal. 

Otro evento relevante, cuando se impide o se obstaculiza el acceso a las mujeres a 

ser candidatas a un cargo de elección popular, sin embargo, también es preciso 

resaltar que algunos partidos políticos, actualmente se encuentran en procesos de 

eliminar estas prácticas que propician violencia política, estos esfuerzos pueden 

ejercerla, tales como agentes estatales, superiores jerárquicos, colegas de trabajo, 

dirigentes de partidos políticos, militantes, personas pre candidatas y candidatas, 

medios de comunicación, un particular o un grupo de particulares. 
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CAPITULO II 

SITUACIÓN ACTUAL QUE PREVALECE EN TORNO DE LA VIOLENCIA 

POLITICA EN MÉXICO Y EN SAN LUIS POTOSÍ.  

2.1 CONSIDERACIONES GENERALES. 

En el capítulo número uno del presente trabajo, se abordaron tópicos de carácter 

teórico, verbigracia, concepto de la violencia política en razón de género, 

antecedentes, modalidades entre otras, en el presente, se abordará la violencia 

política en razón de género, a la luz de situaciones de carácter práctico, con el 

propósito de entender y comprender aspectos importantes para contribuir a que las 

mujeres ejerzan de manera plena sus derechos políticos- electorales, sin 

limitaciones u obstáculos.  

2.2 LA VIOLENCIA POLÍTICA EN RAZÓN DE GÉNERO Y SUS MODALIDADES.  

En el capítulo número uno, versamos sobre el concepto doctrinal de la violencia en 

razón de género, empero el autor, considera citar que de acuerdo con el Protocolo 

para la Atención de la Violencia Política contra las mujeres en razón de género, la 

violencia política contra las mujeres comprende todas aquellas acciones u 

omisiones de personas, servidoras o servidores públicos que se dirigen a una mujer 

por ser mujer (en razón de género), tienen un impacto diferenciado en ellas o les 

afectan desproporcionadamente, con el objeto o resultado de menoscabar o anular 

sus derechos político-electorales, incluyendo el ejercicio del cargo. La violencia 

política contra las mujeres puede incluir, entre otras, violencia física, psicológica, 

simbólica, sexual, patrimonial, económica o feminicida. 

De lo antes preceptuado, el autor, considera pertinente resaltar que la violencia 

política en razón de género, puede expresarse de varias formas, es decir actos que 

materializan la violencia, entre otras: 

➢ Amenaza de muerte, de causar un daño físico, o privar de un bien 

mueble o inmueble. 

https://igualdad.ine.mx/biblioteca/protocolo-para-la-atencion-de-la-violencia-politica-contra-las-mujeres/
https://igualdad.ine.mx/biblioteca/protocolo-para-la-atencion-de-la-violencia-politica-contra-las-mujeres/
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➢ Actualmente, nos encontramos en un momento, en el cual la escala de 

valores se ha visto disminuida, por tanto la sociedad, cada vez se siente más 

insegura, puesto que la criminalidad e impunidad ha llegado a índices 

alarmantes, es por ello, que pueden darse supuestos, que una mujer, pueda 

ser amenazada desde el momento que busca una candidatura, e incluso 

cuando resulta electa, (en líneas posteriores se verán los momentos en que 

una mujer puede ser víctima de violencia política por razón de género, desde 

el momento de participar activamente en su comunidad o colonia, hasta que 

llegue a ocupar un cargo siendo o no de elección popular), de ahí, que la 

violencia se puede perpetrar en esos momentos, con la amenaza de que si 

sigue participando activamente, puede perder su vida, su salud e incluso la 

muerte, del resultado de la acción del presunto agresor.  

➢ Amenaza de recibir una sanción cuando la víctima se encuentra 

ocupando un cargo público, o en su defecto cumplirla.  

La mujer no puede ser objeto de amenazas, cuando se encuentra desempeñando 

un cargo público, debido que en atención a la naturaleza de su encomienda, 

pudiendo ser limitada en cuanto su ejercicio, dándose el supuesto, de que alguna 

persona coaccione a una mujer para  haga o deje de realizar lo que es su obligación 

constitucional, dicha coacción, puede consistir, en que si realiza sus funciones con 

apego a derecho, puede verse involucrada en un procedimiento, que provoque 

alguna sanción e incluso el cese en su cargo. 

Estas circunstancias podrían provocar que la víctima para evitar que se tramitara un 

procedimiento de responsabilidad, renuncie a su cargo o solicite licencia en el caso 

de cargo de elección popular. 

➢ La utilización de las redes sociales, amenazando o publicando 

información falsa de una mujer. 

Es totalmente cierto, que las personas no debe realizar manifestaciones de hechos 

falsos, mucho menos publicarlas en la redes sociales, sin embargo, se pueden 

presentar supuestos, que consisten en la publicación que realiza un persona de 
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información falsa relacionada con una mujer, la cual carece de veracidad, pudiendo 

provocar que las capacidades o habilidades de las mujeres, sean cuestionadas por 

la sociedad en general, debido a las publicaciones falaces; Cabe hacer mención, 

que estas conductas, cada vez, se incrementan, por lo que estas posibles conductas 

a pesar de ser consideradas como violencia política en razón de género, no en todos 

los casos son castigados de acuerdo a la ley. 

➢ La amenaza o cumplimiento de impedir o restringir el derecho a voz, en 

reuniones o eventos de naturaleza política. 

Este supuesto, radica en el hecho de que la víctima mujer, recibe instrucciones u 

órdenes de no acudir en eventos políticos de cualquier índole, o impedir que en el 

caso de asistir se abstenga de participar activamente, ya sea por expresar sus 

ideas, o bien que éstas, sean restringidas por cualquier persona, causando una 

violencia en contra de la mujer.  

Los efectos selectivos de la violencia política en razón de género en contra en las 

mujeres, estos se materializan, en el supuesto de que la acción u omisión, perjudica 

a las mujeres de forma distinta a los hombres, puesto se agravan precisamente por 

el solo hecho de ser mujer, y otro supuesto es cuando la afectación sufrida es de 

forma desproporcionada, puesto que, en determinados hechos o circunstancias, sus 

resultados, son más graves en el caso de las mujeres en comparación a los 

hombres. 

2.3. ALGUNAS CONSIDERACIONES RESPECTO AL IMPACTO O AFECTACIÓN, 

DE LAS VÍCTIMAS DE VIOLENCIA POLÍTICA EN RAZÓN DE GÉNERO EN 

CONTRA DE LAS MUJERES. 

Si partimos, de acuerdo con el concepto generado en el Protocolo para la atención 

de la violencia política contra las mujeres en razón de género, del instituto Nacional 

Electoral (INE), el cual consiste en “la violencia política contra las mujeres 

comprende, todas aquellas acciones u omisiones de personas, servidoras o 

servidores públicos que se dirigen a una mujer por ser mujer (en razón de género), 

tienen un impacto diferenciado en ellas o les afectan desproporcionadamente, con 



28 
 

el objeto o resultado de menoscabar o anular sus derechos político-electorales, 

incluyendo el ejercicio del cargo. La violencia política contra las mujeres puede 

incluir, entre otras, violencia física, psicológica, simbólica, sexual, patrimonial, 

económica o feminicida”; Debemos atender a los posibles impactos que pueden 

sufrir las víctimas, los cuales se detallan a continuación:  

El daño en las víctimas de violencia política en razón de género, puede afectar a la 

integridad emocional, tanto en el aspecto personal, como en el social que atañe en 

el ámbito político. 

Salud mental. 

En primer término, debe señalarse que la afectación que sufre una persona por 

cualquier tipo de violencia incluyendo la política, puede provocar un detrimento a la 

salud mental, la cual es definida por la Organización Mundial de la salud (OMS), 

como un estado de bienestar en el que cada individuo desarrolla su potencial, puede 

afrontar las tensiones de la vida, trabajar de forma productiva y aportar algo a su 

comunidad. También menciona el bienestar subjetivo, la autoconciencia y la 

capacidad de autorrealización de las capacidades.  

Por su parte, Abraham Maslow: Promueve un enfoque integral de la salud mental 

que considera la satisfacción de las necesidades de nivel superior, buscando un 

propósito y plenitud en la vida. Considera Enrique Pichón Rivière que la salud 

mental como una adaptación activa a la realidad y una relación dialéctica entre el 

individuo y su contexto social. 

El autor, coincide con las definiciones propuestas por los tratadistas de la ciencia de 

la psicología, en razón a que las víctimas de violencia política en razón a género, 

atenta en contra de su potencial, pudiendo incidir en las tensiones de la vida privada 

y social, lo que obstaculiza la adaptación a la realidad, lo que puede causar una 

afectación al bienestar a la que debemos aspirar todos los seres humanos, y sobre 

todo a las víctimas de violencia política. 

Plenitud en el ejercicio de los Derechos políticos electorales.  

https://www.google.com/search?sca_esv=7550878c098e0420&rlz=1C1VDKB_esMX990MX990&sxsrf=AE3TifNT2sIsH4Znez8Q4_ajVk3FCUzroA%3A1757009070693&q=Abraham+Maslow&sa=X&ved=2ahUKEwiGoJrs2L-PAxUkKEQIHdSNHr4QxccNegQIchAB&mstk=AUtExfA8SHgqZXNdUmZqqEwLWee2_59WP8J6db5mU05wFKrBXLwQI2yyizke3mWsHVd4JLGSSxI5vYofC1kdaErLU8i9CbeGReFTGXy2FhM3wfaBvdxP9Q_U5lz9PNliwlkihbDlmPlS3Shrpdtf_4woYGz5FYuK1AbiGZPLsldfyQpHYNI&csui=3
https://www.google.com/search?sca_esv=7550878c098e0420&rlz=1C1VDKB_esMX990MX990&sxsrf=AE3TifNT2sIsH4Znez8Q4_ajVk3FCUzroA%3A1757009070693&q=Enrique+Pich%C3%B3n+Rivi%C3%A8re&sa=X&ved=2ahUKEwiGoJrs2L-PAxUkKEQIHdSNHr4QxccNegQIcRAB&mstk=AUtExfA8SHgqZXNdUmZqqEwLWee2_59WP8J6db5mU05wFKrBXLwQI2yyizke3mWsHVd4JLGSSxI5vYofC1kdaErLU8i9CbeGReFTGXy2FhM3wfaBvdxP9Q_U5lz9PNliwlkihbDlmPlS3Shrpdtf_4woYGz5FYuK1AbiGZPLsldfyQpHYNI&csui=3
https://www.google.com/search?sca_esv=7550878c098e0420&rlz=1C1VDKB_esMX990MX990&sxsrf=AE3TifNT2sIsH4Znez8Q4_ajVk3FCUzroA%3A1757009070693&q=adaptaci%C3%B3n+activa+a+la+realidad&sa=X&ved=2ahUKEwiGoJrs2L-PAxUkKEQIHdSNHr4QxccNegQIfhAB&mstk=AUtExfA8SHgqZXNdUmZqqEwLWee2_59WP8J6db5mU05wFKrBXLwQI2yyizke3mWsHVd4JLGSSxI5vYofC1kdaErLU8i9CbeGReFTGXy2FhM3wfaBvdxP9Q_U5lz9PNliwlkihbDlmPlS3Shrpdtf_4woYGz5FYuK1AbiGZPLsldfyQpHYNI&csui=3
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La violencia política por razón de género, de manera negativa impacta en la 

participación democrática al limitar los derechos políticos-electorales de las 

mujeres, puede disminuir su presencia en la vida pública y provocar su retiro de la 

política, quebranta la calidad de las democracias, al menoscabar la igualdad 

sustantiva. 

Los efectos negativos de la violencia política comprenden desde la exclusión y la 

descalificación de propuestas, que en una democracia plena no se debe permitir.   

Aunado a lo anterior, se irrumpe el derecho al sufragio, y la prerrogativa ser votada, 

así como de la participación en los escenarios políticos; Como consecuencia es 

posible que las mujeres, abandonen sus trayectorias y proyectos políticos, 

disminuyendo sus aspiraciones, y por consecuencia se sufre disminución en la auto 

estima.  

La violencia política restringe la participación igualitaria de las mujeres, lo que 

genera un desequilibrio en la composición de los órganos de poder. 

Existe una contradicción entre la normativa constitucional y electoral, que protege y 

tutela, la igualdad, la prevención de la violencia política en razón de género, la 

paridad de género, la no discriminación, con la realidad en la que no se cumplen a 

cabalidad los postulados antes citados, se siguen cometiendo actos de violencia 

política en razón de género. 

Derechos con que cuentan las víctimas en la Violencia Política en razón de 

género. 

El concepto de violencia política contra las mujeres es un concepto complejo en el 

que se debe tomar en cuenta que cualquier mujer en ejercicio de sus derechos 

político-electorales puede ser víctima de este tipo de violencia, con independencia 

de que sea aspirante a una candidatura, candidata a algún cargo de elección 

popular, o bien, encuentre ejerciendo algún cargo sea por designación o por 

elección popular, o por el hecho de querer o de participar en organismo de partición 

ciudadana, o como en algunas legislaciones locales se denomina juntas de partición 

ciudadana.  
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Existen en nuestro país, instrumentos legales, cuyo fin es reconocer, proteger y 

garantizar los derechos, dentro de los cuales se encuentran los derechos político 

electorales de las víctimas de violencia política en razón de género, que imponen 

diversas sanciones, las cuales en todo momento, se debe tutelar la obligación de 

reparar el daño por la comisión de esta conducta por parte de quien o quienes la 

hayan cometido, la cual será exigible hasta que exista una resolución que determine 

que esa persona es efectivamente responsable de la conducta.  

En el caso de violaciones a derechos humanos, la obligación de reparar el daño 

corresponde al Estado, pudiendo ser responsable una autoridad específica. Su 

determinación puede establecerse a través de una recomendación de alguna 

Comisión de Derechos Humanos o una sentencia del Poder Judicial o de una Corte 

Internacional, según sea el caso.  

Las y los servidores públicos no deberán revictimizar a la persona que ha sufrido 

violencia política en razón de género, por el contrario, se deben conducir con 

responsabilidad, diligencia, realizando todos y cada uno de los actos que sean 

necesarios en los términos que marca la normativa aplicable. 

En ejercicio de sus funciones en todo momento, deberán brindar el apoyo, ayuda, 

atención y asistencia desde en todo momento en que lo necesita la víctima, así 

como para respetar y proteger el pleno ejercicio de sus derechos, dentro de los 

cuales se encuentran: 

➢ Ser tratada con consideraciones, de tal manera que en ningún 

supuesto y bajo ninguna hipótesis se realicen actos de discriminación. 

➢ Ser asesorada de manera gratuita y oportuna recibir toda clase 

información sobre los derechos que tiene y las alternativas jurídicas 

para poder decidir de forma libre e informada sobre la pauta jurídica a 

seguir. 

➢ Ser atendida por personal altamente especializado.  

➢ Se le brinde atención médica y psicológica gratuita inmediatamente 

que lo requiera.  
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➢ Que se le otorguen órdenes de protección, así como las medidas 

cautelares y de otra naturaleza necesarias para evitar que el daño sea 

de imposible reparación. 

La Ley general de víctimas en su capítulo II artículo 4, establece lo que a 

continuación se indica:  

CAPÍTULO II  

CONCEPTO, PRINCIPIOS Y DEFINICIONES  

Artículo 4. Se denominarán víctimas directas aquellas personas físicas que hayan sufrido algún daño 
o menoscabo económico, físico, mental, emocional, o en general cualquiera puesta en peligro o 
lesión a sus bienes jurídicos o derechos como consecuencia de la comisión de un delito o violaciones 
a sus derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los 
que el Estado Mexicano sea Parte.  

Son víctimas indirectas los familiares o aquellas personas físicas a cargo de la víctima directa que 
tengan una relación inmediata con ella.  

Son víctimas potenciales las personas físicas cuya integridad física o derechos peligren por prestar 
asistencia a la víctima ya sea por impedir o detener la violación de derechos o la comisión de un 
delito.  

La calidad de víctimas se adquiere con la acreditación del daño o menoscabo de los derechos en los 
términos establecidos en la presente Ley, con independencia de que se identifique, aprehenda, o 
condene al responsable del daño o de que la víctima participe en algún procedimiento judicial o 
administrativo.  

Son víctimas los grupos, comunidades u organizaciones sociales que hubieran sido afectadas en 
sus derechos, intereses o bienes jurídicos colectivos como resultado de la comisión de un delito o la 
violación de derechos. 

El artículo de la ley antes citada, preceptúa que la calidad de víctima se adquiere 

con la acreditación del daño o menoscabo de los derechos, con independencia de 

que se identifique, aprehenda o condene a la persona responsable del daño, sin 

que pueda incidir algún vínculo familiar entre el agresor y la víctima, o en su defecto 

si la víctima, es parte en algún procedimiento de índole administrativo o judicial. 

2.4. LEGISLACIÓN, AUTORIDADES Y SANCIONES RESPECTO DE LA 

VIOLENCIA POLITICA EN RAZON DE GENERO, EN EL ÁMBITO FEDERAL  Y 

LOCAL EN EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.  

La violencia política contra las mujeres en México, es considerado como un 

fenómeno social, cultural, político, jurídica, primordial, por lo que se han 

implementado medidas, mecanismos, protocolos, para prevenir sancionar, y 
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contribuir a la erradicación de la violencia de este tipo, por lo cual, se presenta a 

continuación, un cuadro descriptivo, en el cual se presentan las autoridades 

jurisdicciones, entre otras,  que son competentes para conocer y resolver cuestiones 

inherentes a la violencia política en razón de género, la legislación aplicable y 

posible sanciones o penas aplicables a la comisión de este tipo de violencia.  

Ámbito Federal.  

Autoridad competente Legislación aplicable Pena o sanción  

Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación (TEPJF): 

Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales. 
Artículo 463 Ter numeral 1, 
Artículo 442 Bis. 8 
 

Puede confirmar, modificar o 
revocar, la resolución emitida por 
el Consejo General del Instituto 
Nacional Electoral (INE). 

Instituto Nacional Electoral (INE).  Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales. 
Artículo 463 Ter numeral 1, 
Artículo 442 Bis.  
 

Indemnización de la víctima.  
Restitución inmediata en el cargo 
al que fue obligada a renunciar 
por motivos de violencia 
Disculpa pública. 

Comisión Nacional para Prevenir 
y Erradicar la Violencia contra las 
Mujeres (CONAVIM) 

Ley General de acceso de las 
mujeres a una vida libre de 
violencia. Artículos 20 BIS y TER 

La violencia política contra las 
mujeres en razón de género se 
sancionará en los términos 
establecidos en la legislación 
electoral, penal y de 
responsabilidades 
administrativas. 

Fiscalía Especializada para la 
Atención de Delitos Electorales, 
(FISEL), dependiente de la Fiscalía 
General de la Republica. (FGR) 

Ley General en Materia de Delitos 
Electorales. Artículo 20 BIS.  

Investigará por lo presunta 
responsabilidad penal por el 
Electoral de violencia política 
contra las mujeres en razón de 
género 

Poder judicial de la Federación. 
(PJF) 

Ley General en Materia de Delitos 
Electorales, artículo 20 BIS. 

Resuelve respecto de la sanción, 
que puede ser de un año a seis 
años de prisión, la cual, puede 
verse incrementada según el caso 
específico. 

 
8 Artículo 442 Bis.  
La violencia política contra las mujeres en razón de género, dentro del proceso electoral o fuera de éste, constituye una 
infracción a la presente Ley por parte de los sujetos de responsabilidad señalados en el artículo 442 de esta Ley, y se 
manifiesta, entre otras, a través de las siguientes conductas: a) Obstaculizar a las mujeres, los derechos de asociación o 
afiliación política; b) Ocultar información a las mujeres, con el objetivo de impedir la toma de decisiones y el desarrollo de 
sus funciones y actividades; c) Ocultar la convocatoria para el registro de precandidaturas o candidaturas, o información 
relacionada con ésta, con la finalidad de impedir la participación de las mujeres;  d) Proporcionar a las mujeres que aspiran 
a ocupar un cargo de elección popular, información falsa, incompleta o imprecisa, para impedir su registro; e) Obstaculizar 
la precampaña o campaña política de las mujeres, impidiendo que la competencia electoral se desarrolle en condiciones 
de igualdad, y f) Cualesquiera otra acción que lesione o dañe la dignidad, integridad o libertad de las mujeres en el ejercicio 
de sus derechos políticos y electorales. 
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Cuadro descriptivo número uno  

Ámbito Local, en el Estado de San Luis Potosí. 

Autoridad competente Legislación aplicable Pena o sanción  

Tribunal Electoral del Estado de 
San Luis Potosí. (TESLP).  

Ley Electoral para el Estado de San 
Luis Potosí. Artículo 426.  
Resuelve los Procedimientos 
Sancionadores especiales, en 
relación a la violencia de violencia 
política en contra de las mujeres 
en razón de género.  

Indemnización de la víctima 
Restitución inmediata en el cargo 
al que fue obligada a renunciar 
por motivos de violencia Disculpa 
pública. Medidas de no repetición. 

Consejo Estatal Electoral y de 
Participación Ciudadana. 
(CEEPAC).  

Ley Electoral para el Estado de San 
Luis Potosí. Artículo 425.  
 

Conoce y se tramitan ante el 
Consejo los Procedimientos 
Sancionadores especiales, en 
relación a la violencia de violencia 
política en contra de las mujeres 
en razón de género. 

Fiscalía Especializada para la 
Atención de Delitos Electorales en 
el Estado de San Luis Potosí, 
dependiente de la Fiscalía General 
del Estado. (FGESLP)  

Ley General en Materia de Delitos 
Electorales, artículo 20 BIS.  

Investiga y persigue los delitos 
electorales establecidos en la ley 
General en Materia de Delitos 
Electorales, además de colaborar 
en la prevención de los mismos.  

Poder judicial del Estado de San 
Luis Potosí. 

Ley General en Materia de Delitos 
Electorales, artículo 20 BIS. 

Resuelve respecto de la penalidad, 
puede ser de un año a seis años de 
prisión, la cual puede 
incrementarse según el caso 
específico. 

Cuadro descriptivo número dos  

Sanciones y penalidades depende del agresor de la comisión de violencia 

política en razón de género.  

La violencia política en razón de género, puede ser sancionada en atención al 

agresor, pudiendo ser autoridades por conducto de servidores públicos, 

particulares, contendientes en un proceso electoral, partidos políticos,  a luz del 

Derecho Administrativo Electoral, que constituye diversas sanciones, las cuales 

pueden ser, pecuniarias, y hasta la pérdida del registro en el caso de partidos 

políticos, a más de los anterior, también puede ser sancionada por el derecho 

electoral punitivo, estableciendo multas y penas privativa de libertad. 

Se debe tomar muy en cuenta, que las sanciones, tienen origen administrativo, 

puesto que son pronunciadas por Órganos del Instituto Nacional Electoral (INE), y 

de los Organismos Públicos Locales Electorales (OPLES), que en el caso de la 
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entidad federativa de San Luis Potosí, es el Consejo Estatal Electoral y de 

Participación Ciudadana (CEEPAC), por otro lado, se Encuentran La Fiscalía 

general de la República (FGR), por medio de la Fiscalía Especializada en materia 

de Delitos Electorales (FISEL), incluyendo el delitos de violencia política en razón 

de género, que es la Autoridad Federal encargada de investigar y perseguir aquellos 

delitos que atentan contra el adecuado desarrollo de las elecciones en México. Por 

su parte en San Luis Potosí, cuenta con la Fiscalía Especializada en Delitos 

Electorales, dependiente de la Fiscalía General del Estado (FGE), quien persigue e 

investiga los delitos que, en materia electoral, se suscitan en la entidad. 

Aunado a lo anterior, nuestro sistema jurídico electoral, cuenta con el Tribunal 

Electoral del Poder Judicial Federal y de las entidades federativas, que son los 

competentes para imponer sanciones y penas, en materia de delitos electorales, 

incluyendo el ilícito de violencia política en razón de género. 

La sanción o pena, prevista para la conducta denominada violencia política en razón 

a género, es impuesta de acuerdo a varias circunstancias, en la que destaca las 

características del posible agresor, por lo que a continuación se presenta un cuadro 

descriptivo en el cual advierte variables con respecto al sujeto que cometió la 

conducta, la cual es considera como delito electoral. 

Delito de violencia política en razón de 
género previsto por el artículo 20 BIS 
de la Ley General en materia de Delitos 
Electorales  

La Fiscalía Especializada en materia de Delitos 
Electorales (FISEL) es la encargada de investigar y 
perseguir los delitos electorales establecidos en la 
Ley General en materia de Delitos Electorales, 
busca garantizar la equidad, legalidad y 
transparencia de las elecciones federales y locales 
en los casos que resultan de su competencia, 
contribuyendo a la legalidad, en los procesos 
electorales en conjunto con el Instituto Nacional 
Electoral (INE) y el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación (TEPJF). En el ámbito 
estatal y en la Entidad Federativa de San Luis Potosí, 
Investigará y perseguirá los delitos Electorales la 
Fiscalía Especializada en Delitos Electorales y quien 
impondrá las penas correspondientes es el Poder 
Judicial del Estado.  
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I. Ejerza cualquier tipo de violencia, en términos de ley, 
contra una mujer, que afecte el ejercicio de sus 
derechos políticos y electorales, o el desempeño de un 
cargo público. 

Esta conducta será sancionada con pena de cuatro 
a seis años de prisión y de 200 a 300 días multa. 

II. Restrinja o anule el derecho al voto libre y secreto 
de una mujer;  

Esta conducta será sancionada con pena de cuatro 
a seis años de prisión y de 200 a 300 días multa. 

III. Amenace o intimide a una mujer, directa o 
indirectamente, con el objeto de inducirla u obligarla 
a presentar su renuncia a una precandidatura o 
candidatura de elección popular;  

Esta conducta será sancionada con pena de cuatro 
a seis años de prisión y de 200 a 300 días multa. 

IV. Amenace o intimide a una mujer, directa o 
indirectamente, con el objeto de inducirla u obligarla 
a presentar su renuncia al cargo para el que haya sido 
electa o designada 

Esta conducta será sancionada con pena de cuatro 
a seis años de prisión y de 200 a 300 días multa. 

V. Impida, por cualquier medio, que las mujeres 
electas o designadas a cualquier cargo público; rindan 
protesta; ejerzan libremente su cargo, así como las 
funciones inherentes al mismo;  

Esta conducta será sancionada con pena de cuatro 
a seis años de prisión y de 200 a 300 días multa. 

VI. Ejerza cualquier tipo de violencia, con la finalidad 
de obligar a una o varias mujeres a suscribir 
documentos o avalar decisiones contrarias a su 
voluntad, en el ejercicio de sus derechos políticos y 
electorales; 

Esta conducta será sancionada con pena de cuatro 
a seis años de prisión y de 200 a 300 días multa. 

VII. Limite o niegue a una mujer el otorgamiento, 
ejercicio de recursos o prerrogativas, en términos de 
ley, para el desempeño de sus funciones, empleo, 
cargo, comisión, o con la finalidad de limitar el 
ejercicio de sus derechos políticos y electorales;  

Esta conducta será sancionada con pena de dos a 
cuatro años de prisión y de 100 a 200 días multa. 

VIII. Publique o divulgue imágenes, mensajes o 
información privada de una mujer, que no tenga 
relación con su vida pública, utilizando estereotipos de 
género que limiten o menoscaben el ejercicio de sus 
derechos políticos y electorales;  

Esta conducta será sancionada con pena de dos a 
cuatro años de prisión y de 100 a 200 días multa. 

IX. Limite o niegue que una mujer reciba la 
remuneración por el desempeño de sus funciones, 
empleo, cargo o comisión;  

Esta conducta será sancionada con pena de dos a 
cuatro años de prisión y de 100 a 200 días multa. 

X. Proporcione información incompleta o datos falsos 
a las autoridades administrativas o jurisdiccionales en 
materia electoral, con la finalidad de impedir el 
ejercicio de los derechos políticos y electorales de las 
mujeres;  

Esta conducta será sancionada con pena de uno a 
dos años de prisión y de 50 a 100 días multa. 

XI. Impida, por cualquier medio, que una mujer asista 
a las sesiones ordinarias o extraordinarias, así como a 
cualquier otra actividad que implique la toma de 
decisiones y el ejercicio del cargo;  

Esta conducta será sancionada con pena de uno a 
dos años de prisión y de 50 a 100 días multa. 

XII. Impida a una mujer su derecho a voz y voto, en el 
ejercicio del cargo;  

Esta conducta será sancionada con pena de uno a 
dos años de prisión y de 50 a 100 días multa. 

XIII. Discrimine a una mujer embarazada, con la 
finalidad de evitar el ejercicio de sus derechos políticos 

Esta conducta será sancionada con pena de uno a 
dos años de prisión y de 50 a 100 días multa. 
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y electorales, impedir o restringir su reincorporación al 
cargo tras hacer uso de la licencia de maternidad, o de 
cualquier otra contemplada en la normatividad.  

XIV. Realice o distribuya propaganda político electoral 
que degrade o denigre a una mujer, basándose en 
estereotipos de género, con el objetivo de 
menoscabar su imagen pública o limitar sus derechos 
políticos y electorales. 

Esta conducta será sancionada con pena de uno a 
dos años de prisión y de 50 a 100 días multa. 

Cuando las conductas señaladas en las fracciones 
anteriores fueren realizadas por servidora o servidor 
público, persona funcionaria electoral, funcionaria 
partidista, aspirante a candidata independiente, 
precandidata o candidata, o con su aquiescencia.  

La pena se aumentará en un tercio. 

Cuadro descriptivo número tres. 

2.5 BREVES REFERENCIAS ESTADISTICAS, SOBRE LA VIOLENCIA POLÍTICA 

EN RAZON DE GENERO EN MÉXICO.  

En el trascurso del presente capitulo, se han abordado hechos, circunstancias, tales 

como las autoridades que conocen, investigan y aplican sanciones y penas en 

contra de quien comete acciones u omisiones en contra de las mujeres y que 

constituyen infracciones que a la postre se actualizan sanciones de carácter 

administrativo e inclusive penal, las que inciden en la violencia política en razón de 

género en contra de las mujeres, para cumplir con lo trazado en este capítulo, el 

autor, se dio a la tarea de recopilar datos relacionado con este tema. 

Con el propósito de contextualizar al lector, es preciso realizar breves referencias 

que sirvan de apoyo para conocer algunos elementos que adviertan la situación 

actual en la que se encuentra la violencia política de género en la república 

mexicana. 

Con los elementos estadísticos recabados, se podrá arriban a conclusiones que 

servirán para proponer acciones y medidas que podrán identificar en la propuesta 

de este documento de investigación.  

A continuación, se presentan datos publicados por la Comisión Nacional de 

Derechos Humanos en un documento denominado Informe sobre la violencia 

política contra las mujeres en México 2023.” Un acercamiento al ejercicio de los 
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derechos políticos de las mujeres desde la observancia en el monitoreo de la 

igualdad entre mujeres y hombres” 9 

Información contextual sobre la violencia política contra las mujeres con base en el 

Registro Nacional de Personas Sancionadas en Materia de Violencia Política contra 

las Mujeres en Razón de Género (RNPS) del INE. 

La implementación del Registro Nacional de Personas Sancionadas en Materia de 

Violencia Política contra las Mujeres en Razón de género tiende a facilitar la 

cooperación entre diversas instituciones al tiempo que proporciona información 

crucial para el registro de candidaturas, con el objetivo de que las personas que 

aspiren a cargos de elección popular cumplan con los estándares de respeto a los 

derechos de las mujeres. Para ello se considera relevante la participación de 

autoridades administrativas, jurisdiccionales y penales en su mantenimiento, este 

registro se erige como una herramienta esencial en la lucha contra la violencia 

política de género. 

El análisis de la información del Registro Nacional de Personas Sancionadas en 

Materia de Violencia Política Contra las Mujeres en Razón de Género al 15 de junio 

de 2023 revela un total de 341 registros correspondientes a 298 personas 

sancionadas. Esta discrepancia entre el número de registros y personas 

sancionadas sugiere que algunas personas han sido sancionadas en más de una 

ocasión, lo que indica posibles patrones de reincidencia en la comisión de actos de 

violencia política de género. 

Al desglosar las resoluciones por año, se observa una tendencia interesante. En 

2020, año en que el registro se puso en funcionamiento, se emitieron 24 

resoluciones. Esta cifra se incrementó significativamente en 2021, con 172 

resoluciones, lo que podría estar relacionado con un mayor reconocimiento y 

aplicación de las reformas legales que tipifican la violencia política de género como 

delito. En 2022, el número de resoluciones disminuyó a 122, lo que podría 

 
9https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/975920/5._Informe_sobre_Violencia_Pol_tica_en_M_xico__2023_
144dpi_75_.pdf 

 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/975920/5._Informe_sobre_Violencia_Pol_tica_en_M_xico__2023_144dpi_75_.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/975920/5._Informe_sobre_Violencia_Pol_tica_en_M_xico__2023_144dpi_75_.pdf
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interpretarse como un reflejo de varias dinámicas: una posible disminución de los 

casos denunciados, una mayor efectividad preventiva del registro, o cambios en la 

conducta política derivada del temor a las sanciones. 

Finalmente, en los primeros seis meses de 2023, se registraron 23 resoluciones, lo 

que podría indicar una estabilización en el número de casos o, alternativamente, 

una reducción en la eficacia de las denuncias o en la aplicación de sanciones. Este 

comportamiento sugiere la necesidad de un análisis más profundo para comprender 

las razones detrás de las fluctuaciones anuales en las resoluciones y su impacto en 

la lucha contra la violencia política de género. 

Gráfica 1. Registros en el RNPS del INE 

 

2020 2021 2022 2023 

 Hombres  Mujeres  

Fuente: CNDH con base en la información del RNPS, con fecha de corte al 15 

de junio de 2023. 

Las diez entidades federativas que han presentado más sanciones por 

violencia política contra las mujeres en razón de género son:  

Oaxaca, con 105 sanciones, seguido de Veracruz con 41, Tabasco con 30, Chiapas 

con 20, Baja California con 15, Sonora con 14, Baja California Sur con 13, Quintana 

Roo con 12, Morelos con 10 y Campeche con 9. Las entidades federativas que 

menos sanciones tienen en este registro son Michoacán y Tamaulipas, con una 

sanción cada una. 

97 

 
29 25 

5 
 

6 
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El instituto Nacional Electoral, publicó que en el ámbito municipal se acumula 

el mayor número de registros y sanciones aplicadas.10 

Por medio del Registro Nacional de Personas Sancionadas (RNPS) en Materia de 

Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género, a cargo del Instituto 

Nacional Electoral (INE), 289 hombres y 74 mujeres han sido registradas y 

sancionadas en casi cuatro años de su implementación. 

Vigente desde el 7 de septiembre de 2020, el RNPS cuenta con un total de 416 

registros de personas sancionadas por ejercer Violencia Política contra las Mujeres 

en Razón de Género y, de esa cifra se acumulan a la fecha 363 sanciones. 

Con corte al pasado 4 de julio, el RNPS reporta que Oaxaca es la entidad con el 

mayor número de personas registradas con 142 casos; sin embargo, también 

establece que, del total de sanciones en las diferentes entidades, 78 han sido 

aplicadas a presidentes o presidentas municipales; 58 a regidores o regidoras y 14 

a síndicos o síndicas. 

Es decir, en el ámbito municipal es donde se acumula el mayor número de los 416 

registros del RNPS, con 315 casos, equivalente al 75.72 %; en el estatal se agrupan 

58 asuntos, el 13.94 %; y en el nacional 43, el 10.34 % del total. 

Si se consideran los 416 registros por determinaciones de órgano resolutor, el RNPS 

informa que los tribunales estatales han aplicado sanciones firmes en 294 casos; 

los Organismos Públicos Locales, en 61, y el Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la Federación, en coordinación con la Secretaría de Relaciones Exteriores, en 

44 asuntos. 

En cuanto a la distribución de la calificación de la conducta en los 416 registros, el 

reporte indica que en 143 casos fue clasificada como “leve”, correspondiente al 

34.38 %; en 130 asuntos fue catalogada como “grave ordinaria”, el 31.25 %; en otros 

47 juicios fue determinada como “ordinaria”, el 11.30 %, y en otros 33 fue 

especificada como “grave”, equivalente al 7.93 %, entre otras. 

 
10 https://centralelectoral.ine.mx/2024/07/07/han-sido-sancionadas-363-personas-por-violencia-politica-contra-las-
mujeres-en-razon-de-genero-en-casi-cuatro-anos/ 
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Al respecto cabe precisar que una falta “leve” implica a la persona sancionada 

permanecer en el RNPS durante tres años; cuando es “ordinaria”, cuatro años; en 

falta “especial”, cinco años, y en reincidencia, hasta seis años. 

Adicionalmente a la inscripción en el RNPS, la autoridad resolutora puede imponer 

sanciones económicas, correcciones disciplinarias o medidas de prevención. Es así 

que, en 208 casos, el 50 %, no hubo multa, pero en 133 asuntos se impuso 

penalidad monetaria y, en 66 más, el 15.87 %, una amonestación pública. Varios 

procesos más implicaron otra diversidad de acciones resolutorias. 

2.6 BREVES REFERENCIAS ESTADISTICAS SOBRE LA VIOLENCIA POLÍTICA 

EN EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.  

En el trascurso del presente documento, se han abordado, tópicos hechos, 

circunstancias, tales como las autoridades que conocen, investigan y aplican 

sanciones y penas en contra de quien comete acciones u omisiones en contra de 

las mujeres y que constituyen infracciones, que a la postre se actualizan sanciones 

de carácter administrativo e inclusive penal, las que inciden en la violencia política 

en razón de género en contra de las mujeres, para cumplir con lo trazado en este 

capítulo, el autor, se dio a la tarea de recopilar algunos datos relacionados con este 

tema. 

Con el propósito de contextualizar al lector, es preciso realizar breves referencias 

que sirvan de apoyo para conocer algunos elementos que adviertan la situación 

actual en la que se encuentra la violencia política de género en la república 

mexicana. 

Con los elementos estadísticos recabados, se podrá arriban a conclusiones que 

servirán para proponer acciones y medidas que podrán identificar en la propuesta 

de este documento de investigación.  

A continuación se presentan datos publicados por el Consejo Estatal Electoral de 

Participación Ciudadana en San Luis Potosí, (CEEPAC), un documento titulado 

Diagnóstico Estatal de Violencia Política de Género en el estado de San Luis Potosí 
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proceso electoral 2020-2021.11 En este diagnóstico, entre otras cosas revela entre 

otros aspectos, que su objetivo fundamental, es describir el panorama de la 

violencia política por razón de género que vivieron las mujeres del estado de San 

Luis Potosí en el proceso electoral 2020-2021, que el (CEEPAC) realizó una 

investigación descriptiva con enfoque cualitativo, por medio de entrevistas 

semiestructuradas a mujeres que participaron como candidatas en la pasada 

contienda electoral en todo el estado y grupos focales a mujeres insertas en la vida 

política del estado en sus distintas zonas del estado potosino: media, centro, 

huasteca y altiplano. La ejecución del diagnóstico se realizó en nueve meses, de 

enero a octubre de 2022.  

Que la información recopilada fue sistematizada y analizada por medio de un 

programa de análisis de literatura especializada, en la cual se pudieron advertir 

patrones discursivos, así como como las experiencias vividas por las mujeres 

potosinas inmersas en la política, revelando que con motivo de la violencia política 

en razón de género que algunas llegaron a sufrir, sus consecuencias y las 

herramientas con las que cuentan para enfrentarla y resistir en el ámbito político del 

estado.  

Que la información y datos recabados sirvieron para construir recomendaciones por 

parte de la Coordinación de Género e Inclusión del Consejo Estatal Electoral y de 

Participación Ciudadana, para prevenir y atender la violencia política por razón de 

género en el estado de San Luis Potosí y generar evidencia del panorama de 

violencia política por razón de género en la entidad. 

En el documento de referencia, se sostiene que existe poca información en la 

entidad federativa de San Luis Potosí respecto al panorama de la violencia política 

que sufren las mujeres insertas en el ámbito público de la entidad, por dicha razón, 

la coordinación de género e inclusión del CEEPAC, realizó el Diagnóstico estatal de 

 
11 https://semujeres-ci.slp.gob.mx/observatoriomujeresslp/wp-content/uploads/2023/03/Diagn%C3%B3stico-Estatal-

de-Violencia-Pol%C3%ADtica-de-G%C3%A9nero-en-el-estado-de-SLP-CEEPAC-1.pdf 
 

https://semujeres-ci.slp.gob.mx/observatoriomujeresslp/wp-content/uploads/2023/03/Diagn%C3%B3stico-Estatal-de-Violencia-Pol%C3%ADtica-de-G%C3%A9nero-en-el-estado-de-SLP-CEEPAC-1.pdf
https://semujeres-ci.slp.gob.mx/observatoriomujeresslp/wp-content/uploads/2023/03/Diagn%C3%B3stico-Estatal-de-Violencia-Pol%C3%ADtica-de-G%C3%A9nero-en-el-estado-de-SLP-CEEPAC-1.pdf
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violencia política de género en el estado de San Luis Potosí: proceso electoral 2020-

2021. 

Sin embargo, en el diagnóstico, en el cual el autor analiza, se citan antecedentes de 

gran importancia para los efectos de la elaboración del documento redactado por el 

Organismo Público electoral (OPLE) de San Luis Potosí, en el cual hace alusión al 

diagnóstico Mujeres políticas en el proceso electoral 2018 realizado en la entidad 

por la organización civil Educación y Ciudadanía, A.C. (Torres, y otros, 2018), el cual 

describe las violencias vividas en el proceso electoral por las mujeres 

pertenecientes a la vida política potosina. Destacando entre otras, el acoso político, 

la violencia económica, psicológica y simbólica hacia mujeres militantes o 

candidatas durante la contienda electoral. 

Otro antecedente citado, es el el “Diagnóstico nacional para la atención de la 

violencia política contra las mujeres en razón de género” (Unidad Técnica de lo 

Contencioso Electoral, 2022) el cual describe la forma en la que se ha implementado 

la reforma del 13 de abril de 2020 en cada uno de los Organismos Públicos Locales 

Electorales aportando información tanto cualitativa y cuantitativa, que permite 

valorar las buenas prácticas, así como las áreas de oportunidad a nivel estatal como 

nacional. En el caso del CEEPAC y su desempeño en los procedimientos de casos 

VPG, se observó que se iniciaron 28 Procedimiento Especial Sancionador (PES) 

(2020-2021), donde la mayor parte de los hechos denunciados ocurrieron en la 

capital. En relación a la atención a víctimas, en este apartado el CEEPAC aduce 

que brinda orientación, canalización y acompañamiento. 

En el instrumento realizado por el CEEPAC, fueron obtenidos hallazgos producto de 

sus deducciones partiendo del análisis de las entrevistas y grupos focales, 

derivadas de las experiencias compartidas por las participantes del diagnóstico; se 

describe el panorama de la violencia política por razón de género que vivieron las 

mujeres del estado de San Luis Potosí en el proceso electoral 2020-2021, por lo 

que a continuación se citan datos que interesa a nuestro trabajo.  

En la investigación realizada por el CEEPAC, las participantes a entrevistar fueron 

mujeres que participaron por alguna candidatura o de alguna otra forma en el 
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proceso electoral 2020-2021 del estado de San Luis Potosí, se les invitó por medio 

de la Red de Mujeres Electas de S.L.P, participando de forma voluntaria once 

mujeres de distintos partidos políticos.  

Las participantes a los grupos focales fueron mujeres insertas en la vida política del 

estado de San Luis Potosí, se realizaron cuatro grupos focales, en zona huasteca, 

media, altiplano y centro; para la elaboración de los mismos se solicitó apoyo al 

Instituto Nacional Electoral en sus distintas sedes municipales para brindar los 

espacios para la ejecución de los grupos. Cada zona tuvo distintas sedes.  

En la zona huasteca, con sede en Ciudad valles, participaron mediante entrevistas 

10 mujeres, en la zona media Rio verde 7 mujeres, en el altiplano, 6 mujeres y centro 

de Soledad de Graciano Sánchez 5 mujeres. 

El CEEPAC, recabó la información y datos sociodemográficos de las participantes 

Datos sociodemográficos, Conciliación laboral, Experiencia laboral en la vida 

pública y política, Estereotipos de género, Barreras o dificultades, Violencia política 

de género (VPG), VPG Denuncias. 

Grupo focal de elaboración propia (Bernard, 2006), uno por zona geográfica (zona 

centro, altiplano, huasteca y media) de forma presencial, con mujeres que 

participaron en el proceso electoral 2020-2021 como candidatas de la zona o están 

insertas en la vida política de su zona, con una duración aproximada de 90 minutos, 

la recolección de la información fue grabada por voz. Los ejes temáticos son: Datos 

sociodemográficos. Conciliación laboral. Experiencia laboral en la vida pública y 

política. Estereotipos de género. Barreras o dificultades. Violencia política de género 

(VPG). VPG Denuncias. Ámbito sindical Análisis que partió de las narrativas de las 

participantes y de los ejes temáticos de las entrevistas. La categorización se realiza 

buscando patrones discursivos, los cuales reciben una etiqueta y se agrupan en 

distintas familias de categorías.  

DIAGNÓSTICO ESTATAL DE VPG EN EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ: 

PROCESO ELECTORAL 2020-2021. 
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En el documento construido por el CEEPAC, se muestra la diversidad de municipios 

a los cuales pertenecen las participantes, el 28.9% de San Luis Potosí y un 26.3% 

de Ciudad Valles. 

La representatividad de los partidos se puede consultar en la gráfica 3, teniendo una 

mayor participación el Partido Verde Ecologista de México con un 26.3% y 

Movimiento Ciudadano con un 10.5%. 

2.7 CONCLUSIONES DEL CAPÍTULO.  

A través del tiempo y del espacio, la violencia, ha sido estudiada, sin embargo, en 

épocas anteriores, quizá no era percibida como violencia, estos usos de la fuerza 

física o emocional, eran confundidos con formas de comportamiento que incluso 

eran aceptadas, las cuales en tiempo pasado fueron justificadas, empero, en la 

actualidad, deben ser rechazada y reprochada por la sociedad y por el sistema 

jurídico, la violencia en todas sus modalidades. 

Consideraciones conceptuales en el Ámbito Jurídico y doctrinario, en relación 

a la violencia política en razón de género. 

De acuerdo con el Protocolo para la Atención de la Violencia Política contra las 

mujeres en razón de género, la violencia política contra las mujeres comprende 

todas aquellas acciones u omisiones de personas, servidoras o servidores públicos 

que se dirigen a una mujer por ser mujer (en razón de género), tienen un impacto 

diferenciado en ellas o les afectan desproporcionadamente, con el objeto o 

resultado de menoscabar o anular sus derechos político-electorales, incluyendo el 

ejercicio del cargo. La violencia política contra las mujeres puede incluir, entre otras, 

violencia física, psicológica, simbólica, sexual, patrimonial, económica o feminicida. 

El artículo 3 k) de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, 

establece que: “La violencia política contra las mujeres en razón de género: es toda 

acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en elementos de género y ejercida 

dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o resultado limitar, anular 

o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales de una o 

varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su 

https://igualdad.ine.mx/biblioteca/protocolo-para-la-atencion-de-la-violencia-politica-contra-las-mujeres/
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cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de 

decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las 

prerrogativas, tratándose de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos 

públicos del mismo tipo.  

Se entenderá que las acciones u omisiones se basan en elementos de género, 

cuando se dirijan a una mujer por ser mujer; le afecten desproporcionadamente o 

tengan un impacto diferenciado en ella.  

Puede manifestarse en cualquiera de los tipos de violencia reconocidos en la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y puede ser 

perpetrada indistintamente por agentes estatales, por superiores jerárquicos, 

colegas de trabajo, personas dirigentes de partidos políticos, militantes, 

simpatizantes, precandidatas, precandidatos, candidatas o candidatos postulados 

por los partidos políticos o representantes de los mismos; medios de comunicación 

y sus integrantes, por un particular o por un grupo de personas particulares.” 

El artículo 20 Bis, de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia, establece que; “La violencia política contra las mujeres en razón de 

género: es toda acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en elementos de 

género y ejercida dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o 

resultado limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos políticos 

y electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones 

inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la 

toma de decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las 

prerrogativas, tratándose de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos 

públicos del mismo tipo.  

Se entenderá que las acciones u omisiones se basan en elementos de género, 

cuando se dirijan a una mujer por su condición de mujer; le afecten 

desproporcionadamente o tengan un impacto diferenciado en ella. Puede 

manifestarse en cualquiera de los tipos de violencia reconocidos en esta Ley y 

puede ser perpetrada indistintamente por agentes estatales, por superiores 

jerárquicos, colegas de trabajo, personas dirigentes de partidos políticos, militantes, 
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simpatizantes, precandidatas, precandidatos, candidatas o candidatos postulados 

por los partidos políticos o representantes de los mismos; medios de comunicación 

y sus integrantes, por un particular o por un grupo de personas particulares.  

El artículo 20 Ter de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia, establece que: La violencia política contra las mujeres puede expresarse, 

entre otras, a través de las siguientes conductas: I. Incumplir las disposiciones 

jurídicas nacionales e internacionales que reconocen el ejercicio pleno de los 

derechos políticos de las mujeres; II. Restringir o anular el derecho al voto libre y 

secreto de las mujeres, u obstaculizar sus derechos de asociación y afiliación a todo 

tipo de organizaciones políticas y civiles, en razón de género; III. Ocultar información 

u omitir la convocatoria para el registro de candidaturas o para cualquier otra 

actividad que implique la toma de decisiones en el desarrollo de sus funciones y 

actividades; IV. Proporcionar a las mujeres que aspiran u ocupan un cargo de 

elección popular información falsa o incompleta, que impida su registro como 

candidata o induzca al incorrecto ejercicio de sus atribuciones; V. Proporcionar 

información incompleta o datos falsos a las autoridades administrativas, electorales 

o jurisdiccionales, con la finalidad de menoscabar los derechos políticos de las 

mujeres y la garantía del debido proceso; VI. Proporcionar a las mujeres que ocupan 

un cargo de elección popular, información falsa, incompleta o imprecisa, para 

impedir que induzca al incorrecto ejercicio de sus atribuciones; VII. Obstaculizar la 

campaña de modo que se impida que la competencia electoral se desarrolle en 

condiciones de igualdad; VIII. Realizar o distribuir propaganda política o electoral 

que calumnie, degrade o descalifique a una candidata basándose en estereotipos 

de género que reproduzcan relaciones de dominación, desigualdad o discriminación 

contra las mujeres, con el objetivo de menoscabar su imagen pública o limitar sus 

derechos políticos y electorales; IX. Difamar, calumniar, injuriar o realizar cualquier 

expresión que denigre o descalifique a las mujeres en ejercicio de sus funciones 

políticas, con base en estereotipos de género, con el objetivo o el resultado de 

menoscabar su imagen pública o limitar o anular sus derechos; X. Divulgar 

imágenes, mensajes o información privada de una mujer candidata o en funciones, 

por cualquier medio físico o virtual, con el propósito de desacreditarla, difamarla, 
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denigrarla y poner en entredicho su capacidad o habilidades para la política, con 

base en estereotipos de género; XI. Amenazar o intimidar a una o varias mujeres o 

a su familia o colaboradores con el objeto de inducir su renuncia a la candidatura o 

al cargo para el que fue electa o designada; XII. Impedir, por cualquier medio, que 

las mujeres electas o designadas a cualquier puesto o encargo público tomen 

protesta de su encargo, asistan a las sesiones ordinarias o extraordinarias o a 

cualquier otra actividad que implique la toma de decisiones y el ejercicio del cargo, 

impidiendo o suprimiendo su derecho a voz y voto; XIII. Restringir los derechos 

políticos de las mujeres con base a la aplicación de tradiciones, costumbres o 

sistemas normativos internos o propios, que sean violatorios de los derechos 

humanos; XIV. Imponer, con base en estereotipos de género, la realización de 

actividades distintas a las atribuciones propias de la representación política, cargo 

o función; XV. Discriminar a la mujer en el ejercicio de sus derechos políticos por 

encontrarse en estado de embarazo, parto, puerperio, o impedir o restringir su 

reincorporación al cargo tras hacer uso de la licencia de maternidad o de cualquier 

otra licencia contemplada en la normatividad; XVI. Ejercer violencia física, sexual, 

simbólica, psicológica, económica o patrimonial contra una mujer en ejercicio de sus 

derechos políticos; XVII. Limitar o negar arbitrariamente el uso de cualquier recurso 

o atribución inherente al cargo que ocupe la mujer, incluido el pago de salarios, 

dietas u otras prestaciones asociadas al ejercicio del cargo, en condiciones de 

igualdad; XVIII. Obligar a una mujer, mediante fuerza, presión o intimidación, a 

suscribir documentos o avalar decisiones contrarias a su voluntad o a la ley; XIX. 

Obstaculizar o impedir el acceso a la justicia de las mujeres para proteger sus 

derechos políticos; XX. Limitar o negar arbitrariamente el uso de cualquier recurso 

o atribución inherente al cargo político que ocupa la mujer, impidiendo el ejercicio 

del cargo en condiciones de igualdad; XXI. Imponer sanciones injustificadas o 

abusivas, impidiendo o restringiendo el ejercicio de sus derechos políticos en 

condiciones de igualdad, o XXII. Cualesquiera otras formas análogas que lesionen 

o sean susceptibles de dañar la dignidad, integridad o libertad de las mujeres en el 

ejercicio de un cargo político, público, de poder o de decisión, que afecte sus 

derechos políticos electorales. La violencia política contra las mujeres en razón de 
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género se sancionará en los términos establecidos en la legislación electoral, penal 

y de responsabilidades administrativas.” 

El artículo 3 fracción XV de la Ley General en Materia de Delitos Electorales, 

establece que: “Violencia política contra las mujeres en razón de género: En 

términos de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, 

es toda acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en elementos de género y 

ejercida dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o resultado 

limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos políticos y 

electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones 

inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la 

toma de decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las 

prerrogativas tratándose de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos 

públicos del mismo tipo. Se entenderá que las acciones u omisiones se basan en 

elementos de género, cuando se dirijan a una mujer por ser mujer; le afecten 

desproporcionadamente o tengan un impacto diferenciado en ella. 

Artículo 6 fracción LII de la Ley Electoral para el Estado de San Luis Potosí, 

establece que: Violencia política contra las mujeres en razón de género: es toda 

acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en elementos de género y ejercida 

dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o resultado limitar, anular 

o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales de una o 

varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su 

cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de 

decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las 

prerrogativas, tratándose de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos 

públicos del mismo tipo.   

Se entenderá que las acciones u omisiones se basan en elementos de género, 

cuando se dirijan a una mujer por ser mujer; le afecten desproporcionadamente o 

tengan un impacto diferenciado en ella.   

Puede manifestarse en cualquiera de los tipos de violencia reconocidos en la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia; en la Ley de 
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Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado, así como en la 

presente Ley, y puede ser perpetrada indistintamente por agentes estatales, por 

superiores jerárquicos, colegas de trabajo, personas dirigentes  de partidos 

políticos, militantes, simpatizantes, precandidatas, precandidatos, candidatas o 

candidatos postulados por los partidos políticos o representantes de los mismos; 

candidatas o candidatos independientes; medios de comunicación y sus 

integrantes, por un particular o por un grupo de personas particulares, y” 

Evolución de la participación de las mujeres en el ámbito cultural, social 

económico y político.  

Debemos considerar que la lucha para conseguir la igualdad de la mujer con 

relación al hombre, fue y ha sido difícil y compleja, puesto que las circunstancias 

histórico-culturales, han sido obstáculos para que la mujer adquiera en plenitud el 

ejercicio de sus derechos político-electorales. 

En el movimiento de independencia de en México, se obtuvo la libertad del pueblo 

mexicano, sin embargo, la mujer no figuraba en la sociedad, en la cultura, ni mucho 

menos, en la política, por lo que pensar que la mujer tuviera el derecho a elegir a 

sus gobernantes, era una ilusión lejana en esa época, posteriormente en la 

revolución mexicana, existen vestigios, que revelan la participación activa de la 

mujer, en este movimiento, empero como cocineras, enfermeras, en actividades 

necesarias para la causa, pero no en posiciones en las que pudieran participar en 

altos mandos y mucho menos en la toma de decisiones,  

El 14 de noviembre de 1974 la Cámara de Diputados reconoció el derecho de las 

mujeres para votar y ser elegidas en puestos públicos y de representación popular. 

Para lograrlo, se aprobó la reforma al Artículo 4. º Constitucional, dentro del cual se 

establece que los varones y las mujeres son iguales ante la ley. Gracias a esto, las 

mujeres adquirieron legalmente la igualdad de derechos y obligaciones frente a los 

hombres. Al mes siguiente, el 27 de diciembre, se expidieron dos decretos relativos 

a la igualdad jurídica de las mujeres, y días después, el 31 de diciembre, entró en 

vigor el decreto en el que se estableció la igualdad jurídica entre hombres y mujeres 

mexicanos. 
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Uno de los antecedentes más relevantes fue la lucha femenina de 1916, cuando los 

estados de Chiapas, Tabasco y Yucatán se convirtieron en los primeros en 

reconocer la igualdad jurídica para las mujeres. Esta decisión fue de suma 

relevancia, pues en aquel momento únicamente los varones tenían el derecho de 

elegir a sus gobernantes. Esta es una de las primeras manifestaciones de la lucha 

femenina y feminista en México por medio del sufragio para reconocer sus derechos 

ciudadanos y su participación política. 

Por parte de las mujeres, siempre ha existido la necesidad de tener una categoría 

igual al hombre, en el ámbito de derechos en general y de la participación política, 

por tanto, es de reconocerse varios movimientos feministas, destacando el 

acontecido en 1916, provocando de manera significativa, que, en los Estados de 

Chiapas, Tabasco y Yucatán, fueran los pioneros en reconocer la igualdad jurídica 

de las mujeres.  

Otro avance significativo, es la expedición de la Ley General para la igualdad entre 

mujeres y hombres, en el año 2006,12 la cual tuvo por objeto regular y garantizar la 

igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres, proponer los 

lineamientos y mecanismos institucionales que orienten a la Nación hacia el 

cumplimiento de la igualdad sustantiva en los ámbitos público y privado, 

promoviendo el empoderamiento de las mujeres, la paridad de género y la lucha 

contra toda discriminación basada en el sexo, esta disposición este aplicó en el 

ámbito federal.  

Debemos ser conscientes, que la participación de la mujer en el aspecto político, no 

siempre ha sido como la conocemos actualmente, puesto que basta mencionar, que 

las mujeres no tenían derecho al sufragio, a pesar de que los textos constitucionales 

establecían la igual de las mujeres en relación a los hombres, sin embargo, la 

realidad es que cuando se reconocen los derechos político-electorales, poder votar 

y ser votadas, existen grandes barreras para el ejercicio de estos derechos. 

 
12 Ley General para la igualdad entre mujeres y hombres, en el año 2006. 
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Normativa Internacional, Nacional y local en particular el Estado de San Luis 

Potosí. 

Una vez, que se ha abordado Tratados Internacionales, así como la Legislación 

Federal y de San Luis Potosí, podemos arriban a que el aspecto jurídico, en lo que 

concierne a la prevención, protección y erradicación de la violencia política en razón 

de género, a criterio del autor, cumple con los objetivos jurídicos, puesto que protege 

a las víctimas de violencia política en razón de género, e incluso se regula la 

prevención y se busca la erradicación estas prácticas de obstaculización y limitación 

de los derechos políticos, cabe mencionar que se encuentra estructurado un 

catálogo de sanciones a quienes violenten políticamente a las mujeres, así como 

las formas de resarcir e indemnizar a la víctima.  

Por lo anterior, se puede advertir, que, para la eficiencia de la normativa, y que no 

se comentan actos de violencia política en razón de género, se deben atender 

cuestiones culturales, sociales, históricas que aún permanecen y que frenan la 

materialización de la igual sustantiva entre los hombres y las mujeres.  

Por lo tanto, abordar la igualdad y la violencia originada en la discriminación hacia 

las mujeres, debe de considerar los contextos, historias y culturas que influyen en 

las identidades femeninas que moldean las posibilidades de cambio en los roles de 

género. 

La política es un ámbito complejo y conflictivo, caracterizado por diversos tipos de 

violencia en múltiples dimensiones y niveles. En esta amplia clasificación de 

violencias es posible identificar la expresión de "violencia política" que a su vez tiene 

la particularidad de variar significativamente en su contenido de conformidad a la 

condición de subjetividad de cada persona, por lo que no tiene una definición única 

o simplificada. Por el contrario, su comprensión depende de la persona que la 

define, de los objetivos que persiguen aquellas que participan en la dinámica, del 

contexto en el que se utiliza y de su relación con el poder político establecido. 

En este contexto, la mayoría de las referencias que se relacionan con su origen, así 

como aquellas causas que le dan sentido a la violencia política se han desarrollado 



52 
 

en teorías específicas al ámbito público, vinculándose de forma constante con los 

conocidos "conflictos de desigualdad", que son precisamente el entorno en el que 

emerge esta clase de violencia. Es decir, a partir de condiciones de asimetría entre 

personas y grupo de personas es que se generan marcadas diferencias que se 

traducen en exigencia para el reconocimiento y garantía de derechos. 

La violencia política, en consecuencia, tiene una naturaleza ambivalente, actuando 

tanto como un factor de ruptura o de unión, como se identifica en la temática del 

consenso y del descenso, que se considera a partir del horizonte en el que se 

analice la discusión. 

Algunos autores y autoras han asociado la violencia política únicamente con 

movimientos subversivos contra el orden establecido, sin considerar que puede 

operar en un sentido mucho más amplio y en atención a la propia estructura del 

Estado, circunstancia que se muestra en la singularidad que es referida en la 

violencia política institucional o de Estado que se muestra en la Recomendación 

General 46/2022. En este sentido, es posible identificar varios enfoques para 

entender la violencia política, como el basado en el conflicto y otro en atención a un 

horizonte de complejidad. Asimismo, se puede considerar con base en su desarrollo 

sistemático ejercido por una autoridad en contra de aquellas personas que 

considera como “enemigas”, en una lógica de carácter represivo que es coordinada 

en una sola ruta dominante. 

Las teorías de la violencia política tienden a enfocarse en el aspecto conflictual. Sin 

embargo, el entendimiento profundo del tema debe de ser central en cualquier teoría 

social integral, donde se aborda desde una perspectiva sistémica o de complejidad. 

Por lo tanto, la violencia política de manera amplia puede definirse 13como cualquier 

acción no regulada, llevada a cabo por actores individuales o colectivos, con el fin 

de controlar o influir en el funcionamiento del sistema político de una sociedad o 

para precipitar decisiones dentro de dicho sistema. Lo que, a su vez, es determinado 

en última instancia por las especificidades y matices históricos que requiere para su 

aplicación al caso en concreto, pero desde una consideración de una línea general 

 
13 CNDH, Estudio sobre Paridad…, pp. 57-60. 
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sobre la violencia tal y como puede observarse en las Recomendaciones General 

46/2022 y en la 98VG/2023 de esta Comisión.14 

Cuestionamientos detonantes, para identificar circunstancias que se pueden 

mejorar o resolver cuestiones problemáticas en relación a la violencia política 

en contra de las mujeres.  

1.- ¿Existe Normativa que regule, proteja, sancione y busque erradicar la violencia 

política en contra de las mujeres, en México y en San Luis Potosí? 

2.- ¿Existe participación política de las Mujeres en México y en San Luis Potosí? 

3. ¿De acuerdo a la percepción de las mujeres potosinas, actualmente existe 

violencia política en su contra en el Estado de San Luis Potosí? 

4.- ¿Las Mujeres de San Luis Potosí, conocen la existencia de las instancias, 

procedimientos y sanciones, con relación a la violencia política en contra de las 

mujeres? 

5.- ¿Se pueden realizar acciones, que permitan identificar, la existencia de violencia 

política en el Estado de San Luis Potosí? 

Para dar cumplimiento a la interrogante marcada con el número uno, (1.- ¿Existe 

Normativa que regule, proteja, sancione y busque erradicar la violencia política en 

contra de las mujeres, en México y en San Luis Potosí?), es preciso señalar, que si 

existe normatividad, desde el punto de vista internacional atento a los tratados 

internacionales e instituciones que protegen los derechos humanos, así como a las 

mujeres que son violentadas en su derechos políticos-electorales (los cuales han 

sido catalogados como Derechos Humanos) en específico la violencia política en 

razón de género; Por lo que respecta a la Legislación federal y local, a lo largo del 

presente trabajo, se han citado preceptos jurídicos, así como interpretaciones de las 

Legislaciones protectoras de la violencia política en razón de género, por lo que 

 
14 CNDH, Estudio sobre Paridad…, pp. 59-63. 
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concluye, en responder en sentido afirmativo, sin embargo, no escapa de la atención 

del autor, que existen circunstancias que se pueden mejorar e incluso superar.   

Con el propósito de responder al cuestionamiento marcado con el número dos, (2.- 

¿Existe participación política de las Mujeres en México y en San Luis Potosí?), el 

autor se dio a la tarea, de indagar si existen datos relacionados con la interrogante 

correspondiente, obteniendo información que a continuación se menciona.  

El instituto Nacional de las Mujeres, publicó, en el año 2020 un documento intitulado 

Informe del Índice Nacional de Paridad Política a nivel local Cuarto Encuentro de 

Observatorios Locales de Participación Política de las Mujeres, en el cual 

participaron los organismos locales observadores de la participación política de las 

mujeres15. En el cual informa datos estadísticos que revelan la participación de las 

mujeres en diversos ámbitos y en distintas circunstancias en todas las entidades 

federativas de la república mexicana.  

En el documento de referencia, se hace mención que el Índice Nacional de Paridad 

Política en el ámbito Local, es el resultado del compromiso del Instituto Nacional de 

las mujeres (INMUJERES) por generar sinergia entre el Observatorio Nacional y los 

32 Observatorios Locales de Participación Política de las Mujeres. Con esto, se 

impulsó una agenda común entre los Observatorios, con la finalidad de identificar 

los distintos escenarios políticos en los que participan las mujeres, con el propósito 

de establecer acciones específicas para promover la paridad en todo (con la 

garantía de que la participación política de las mujeres sea libre de violencia y 

discriminación). 

En el documento en mención, se incluyó una gráfica denominada Índice nacional de 

paridad política, en la cual se detallan datos, en la cual se asignó un valor máximo 

de 100, que representa la paridad política en cada una de las entidades federativas 

de nuestro país, en la que se observa que nueve entidades registran entre 50 y 57 

puntos, dentro de las cuales quien alcanzó mayor puntaje es colima, otra variable 

que se desarrolló es el registro de quince entidades que alcanzaron entre los 60 y 

 
15file:///C:/Users/EQUIPO/Desktop/LINEAS%20DE%20INVESTIGACION%20PVEM/VIOLENCIA%20DE%20GENERO/InformeI
PPAL_Nacional.pdf 
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69 puntos, alcanzado el valor máximo Tabasco con 68.78 puntos, advirtiéndose que 

San Luis Potosí, obtuvo 62.52 puntos; Por último se advierte un registro en el  que 

aparecen ocho entidades que alcanzaron 70 puntos o más, obteniendo la 

puntuación máxima Zacatecas con una puntuación de 82.06 puntos, lo anterior se 

puede apreciar en la gráfica que se inserta a continuación: 

 

En el Índice Nacional de Paridad Política en el ámbito Local, elaborado por Instituto 

Nacional de las mujeres (INMUJERES), se analizó la presencia de las mujeres en 

los Gobierno Municipales de las treinta dos entidades federativas (se aprecian 

observaciones con relación a Oaxaca, Michoacán y Ciudad de México). 

En la gráfica que se inserta a continuación, se designó como puntuación máxima de 

6, señalando como evaluación promedio 3.78 puntos, obteniendo la puntación más 

alta Pueblas con 6 puntos, y la más baja Morelos, advirtiendo que San Luis Potosí, 

obtuvo 4 puntos, puntaje superior a la media que fue de 3.78 puntos.  
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Para dar respuesta a las interrogantes marcadas con los números 3 y 4. 3.-¿De 

acuerdo a la percepción de las mujeres potosinas, actualmente existe violencia 

política en contra de las mujeres en San Luis Potosí? 4.- ¿Las Mujeres de San Luis 

Potosí, conocen la existencia de las instancias, procedimientos y sanciones, con 

relación a la violencia política en contra de las mujeres?, el autor, considera realizar 

estudios exploratorios y de observación, mediante encuestas y entrevistas, que 

servirán de apoyo para identificar hallazgos que sirvan para encontrar posibles 

mejoras y/o propuestas o mecanismos, que contribuyan a la identificación de 

violencia política en contra de la mujer y/o disminución y/o erradicación, de este 

fenómeno que aqueja a la población y en especial a la de San Luis Potosí, las cuáles 

serán desarrolladas en el capítulo número tres del presente trabajo.  
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CAPITULO III.  

ESTUDIOS EXPLORATORIOS SOBRE LA VIOLENCIA POLITICA EN RAZON DE 

GÉNERO, CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES, PARA CONTRIBUIR A LA 

IDENTIFICACIÓN Y/O DISMINUCION Y/O ERRADICACIÓN.  

3.1 CONSIDERACIONES GENERALES.  

En el trascurso del presente trabajo, se ha mencionado que los actos constitutivos 

de violencia política en contra de las mujeres, pueden perpetrarse, antes, durante y 

después de los procesos electorales, que estos actos, puede impedir la participación 

activa de las mujeres en aspectos en la política, desde una organización vecinal, 

una junta de participación ciudadana, alguna asociación política o un Instituto 

político. 

En el caso de que la mujer logre incursionar en el ámbito político, verbigracia como 

candidata a un puesto de elección popular, puede ser víctima de violencia en razón 

a género, afectándole esta conducta, (que, en determinados casos, puede 

calificarse como delictiva), en el aspecto político en cuanto a sus aspiraciones, 

también puede incidir en el aspecto psicológico disminuyendo su auto estima. 

La violencia política en razón de género, ha sido estudiada por grandes juristas, 

plasmando esas ideas doctrinarias en la Legislación Federal y Local en especial 

San Luis Potosí. Aclarando que instrumentos internacionales protegen a las 

víctimas, por lo que es de destacarse, que, en el ámbito jurídico, se encuentran 

disposiciones legales que tutelan este tipo de violencia. 

Por otra parte, en el trascurso de este trabajo, se evidenció, que, dentro de la 

normativa protectora de las víctimas, existen protocolos que permiten a las mujeres 

que se ven envueltas en este tipo de violencia, denuncien ante las autoridades 

correspondientes.  

En capitulo anteriores, se mencionó que, a pesar de ser víctimas de violencia 

política en razón de género, las mujeres no denuncian, por diversas circunstancias, 

tales como considerar que no es grave o que no se debe denunciar, o porque no 

identifican plenamente las conductas u omisiones que pueden ser catalogadas 
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como alertas o como circunstancias que deben denunciarse ante las autoridades 

correspondientes.  

3.2 VIOLENTÓMETRO (conductas que podrían configurar violencia política en 

razón de género) publicado por el instituto nacional electoral (INE). Este documento 

fue elaborado por las instituciones que conforman el observatorio de participación 

política en México (OPPMM).  

Debido a lo anteriormente plasmado, a continuación, se presentan datos que revela 

el violentómetro 16 en el cual se precisan ciertas conductas que pueden identificarse 

como circunstancias que alertan a las mujeres, y que en casos más graves deben 

denunciarse como violencia política en razón de género.  

En el instrumento se representan e identifican acciones u omisiones que deben 

alertar a las mujeres que se encuentran en peligro de ser víctimas de violencia en 

razón de género, así como circunstancias graves que requieren ser denunciadas 

por parte de las mujeres que han recibido estos tratos. 

Previo a la breve descripción del Violentómetro, es importante señalar que la 

violencia política en razón de género, puede ser perpetrada en contra de la mujer, 

en distintos ámbitos y circunstancias, es decir, que la víctima puede ser afectada 

desde la partición política en cualquiera de sus modalidades, durante una 

precampaña y campaña política, durante y después de ejercer un cargo público, de 

elección popular o por designación. 

A continuación, se precisan circunstancias, que de acuerdo al instrumento 

elaborado por las instituciones que conforman el observatorio de participación 

política en México (OPPMM), en la cual se describen conductas u omisiones, que, 

de acuerdo a su propia naturaleza, deben ser consideradas como alertas o bien 

deben ser denunciadas.  

 

 
16 https://igualdad.ine.mx/mujeres-en-la-politica/violencia-politica/violentometro/ 
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Conductas u omisiones que podrían configurar, alerta o en su caso, violencia 

política en razón de género.  

Acciones u omisiones que de acuerdo a su naturaleza 
se pueden considerar alertas, que pueden detonar 
en Violencia política en razón de género. 

Acciones u omisiones que de acuerdo a su naturaleza 
se pueden considerar como Violencia política en 
razón de género, y que deben denunciarse de 
inmediato.  

1.- Bromas hirientes. 20.- Retención de salario injustificadamente.  

2.- Agresión verbal. 21.- Impedir el desempeño de funciones. 

3.- Restringir el uso de la palabra. 22.- Destrucción o daño de bienes. 

4.- Ridiculizar, descalificar, faltas de respeto. 23.- Impedir registro a candidatura.  
5.- Humillar en público. 24.- Acoso y hostigamiento laboral. 

6.- Imágenes y palabras denigrantes en redes sociales 
y/o notas periodísticas.  

25.- Encerrar o aislar. 

7.- Dañar sus materiales de campaña, sabotear su 
meetings. 

26.- Amenazas con objeto o armas. 

8.- Insultos intimidaciones. 27.-impedir asunción del cargo.  
9.- Chantaje. 28.- Presionar para que renuncie al cargo. 

10- Difundir información privada para menoscabar 
su imagen.   

29.- Amenaza de muerte. 

11.- Difundir promocionales que descalifiquen con 
base en estereotipos de género.  

30.- Agresiones contra familia y amigos.  

12.- Difamación. 31.- Acoso y hostigamiento sexual. 
13.- Calumnia. 32.- Golpes. 

14.- No ser convocadas a sesiones o asambleas. 33.- Ataques o amenazas con armas. 

15.- Sustitución de tareas o funciones relativas a su 
cargo.  

34.- Abuso sexual. 

16.- Impedir la participación y uso de la voz en 
sesiones o asambleas. 

35.- Violación. 

17.- Retención de información.  36.- Secuestro. 

18.- Exclusión de la toma de decisiones. 37.- Mutilación. 

19.- Privación de oficina, material y personal de 
apoyo 

38.- Feminicidio.  

Cuadro descriptivo número uno  

En relación a las conductas abordadas en el violentómetro, al cual nos hemos 

referido, se advierte que de las conductas marcada con el numero uno (se refiere a 

Bromas hirientes), hasta la marcada con el número diecinueve (se refiere a 

Privación de oficina, material y personal de apoyo, son consideradas como alerta, y 

que a partir de la conducta marcada con el numeral veinte (que se refiere a 

Retención de salario injustificadamente), se pueden considerar como Violencia 

política en razón de género, y que deben denunciarse de inmediato. 

3.2.1 CONSIDERACIONES DEL AUTOR, EN RELACIÓN AL VIOLENTÓMETRO. 
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En opinión del autor, debe considerarse que desde la conducta marcada con el 

numero 14 (que se refiere a no ser convocadas a sesiones o asambleas), como 

indicador detonante de violencia de una presunta violencia política, y no como una 

simple alerta, puesto que, con estas conductas, el agresor, desde este momento 

interfiere y obstaculiza el ejercicio del cargo público que en ese momento se 

encuentra desempañando la víctima.  

Esta apreciación, encuentra sustento en la legislación electoral federal y local del 

estado de San Luis Potosí, Sin embargo, esta información no llega a todas las 

mujeres, por infinidad de circunstancias, verbigracia, la lejanía de comunidades a 

las cuales es difícil llegar, debido a la carencia de carreteras o caminos, amas de 

que tampoco no llega el internet a estos centros de población.  

Es importante cuestionarse ¿Por qué las mujeres no denuncian cuando son víctimas 

de violencia política en razón de género?, esta interrogante, se hace en atención a 

que como se mencionó en transcurso de la presente investigación, existen muy 

pocas sanciones o bien podría ser que no existen actos que constituyan o presuman 

actos de violencia política en razón de género, sin embargo, es menester realizar 

encuestas que busquen indagar hechos, tal como, si las mujeres saben si estos 

hechos son considerados como violencia política, o en su defecto, si tienen 

conocimiento de la existencia de instituciones que protegen a las mujeres en estos 

casos, así mismo, será necesario indagar sobre el conocimiento de procedimientos 

que buscan erradicar, y sancionar, e incluso la no repetición de este fenómeno 

político, jurídico y social, el cual la sociedad en general y de la entidad federativa de 

San Luis Potosí, se enfrenta cotidianamente.  

Para obtener hallazgos que permitan buscar alguna solución a la problemática que 

en este documento se investiga, en los siguientes epígrafes se desarrollarán 

encuestas cuyas interrogantes se refieren en este sub epígrafe.  

3.3 ENCUESTAS.  

Objetivo. Con el propósito de indagar sobre la percepción que tienen las mujeres 

que se desempeñan en la política y/o función pública, sobre la existencia de actos 
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que presumen violencia política en razón de género, con la presente encuesta se 

busca:  

➢ Conocer la percepción que tienen las mujeres encuestadas del Estado de 

San Luis Potosí, que desempeñan cargos públicos o realizan actividades en 

el ámbito político, sobre la identificación de actos u omisiones que puedan 

presumir la existencia de violencia política en razón de género.  

➢ Explorar sobre la percepción que tienen las mujeres encuestadas del Estado 

de San Luis Potosí, que desempeñan cargos públicos o realizan actividades 

en el ámbito político, en cuanto a que si saben o tienen conocimiento sobre 

la existencia de Instituciones o Autoridades que protegen y sancionan la 

violencia política en razón de género. 

➢ Identificar si las mujeres encuestadas o en su defecto mujeres con las cuales 

tienen vínculos laborales de amistad o conocidas, han recibidos tratos que 

puedan constituir violencia política en razón de género. 

3.3.1. Instrumento metodológico.  

La encuesta fue aplicada el en mes de mayo del 2024 en el Estado de San Luis 

Potosí, en lugares públicos, número de entrevistas 500, población mujeres que se 

encuentran ejerciendo actividades en el ámbito político o un cargo de la misma 

naturaleza. La aplicación de las encuestas, se desarrolló de forma proporcional al 

número total de habitantes según el último Censo General de Población y Vivienda 

del año 2020. 

3.3.2 Cuestionario para la aplicación de la encuesta.  

  1.- ¿Usted qué tipo de actividades desempeña? Seleccione la 

respuesta según corresponda. 

Actividades de carácter político en 
general, agrupaciones, organizaciones 
o partidos políticos 

Administración Pública, Federal, Estatal 
o municipal u organismos autónomos.  
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  2.- Dentro de las conductas que se presentan a continuación, ¿ha 

recibido por lo menos dos veces alguno de estos tratos, en donde desarrolla 

sus actividades de carácter político? Deberá seleccionar el número y la 

conducta que usted considera haber recibido.  

1.- Bromas hirientes. 2.- Agresión verbal 3.- Restringir el uso de la 
palabra. 

4.- Ridiculizar, 
descalificar, faltas de 
respeto 

5.- Humillar en público 6.- Publicar Imágenes y 
palabras denigrantes en 
redes sociales y/o notas 
periodísticas. 

7.- Dañar sus materiales 
de campaña, sabotear su 
meetings 

8.- Insultos 
intimidaciones 

9.- Chantaje. 10-- Difundir 
información privada para 
menoscabar su imagen 

11.- Difundir 
promocionales que 
descalifiquen con base 
en estereotipos de 
género. 

12.- Difamación 

13.- Calumnia. 14.- No ser convocadas a 
sesiones o asambleas. 

15.- Sustitución de tareas 
o funciones relativas a su 
cargo. 

16.- Impedir la 
participación y uso de la 
voz en sesiones o 
asambleas 

17.- Retención de 
información. 

18.- Exclusión de la toma 
de decisiones. 

19.- Privación de oficina, 
material y personal de 
apoyo 

20- Retención de salario 
injustificadamente. 

21.- Impedir el 
desempeño de 
funciones. 

22.- Destrucción o daño 
de bienes. 

23.- Impedir registro a 
candidatura.  

24.- Acoso y 
hostigamiento laboral. 

25.- Encerrar o aislar. 26.- Amenazas con 
objeto o armas. 

27.-impedir asunción del 
cargo.  

28.- Presionar para que 
renuncie al cargo. 

29.- Amenaza de muerte. 30.- Agresiones contra 
familia y amigos. 

31.- Acoso y 
hostigamiento sexual. 

32.- Golpes. 

33.- Ataques o amenazas 
con armas. 

34.- Abuso sexual. 35.- Violación. 36.- Secuestro 

37.- Mutilación. 38.- Feminicidio.   

 

  3.- Dentro de las conductas que se presentan a continuación, 

¿Conoce alguna amiga conocida o familiar que haya recibido por lo menos 

dos veces alguno de estos tratos, en donde desarrolla sus actividades de 

carácter político?, en caso de no saber mencionarlo. 

1.- Bromas hirientes. 2.- Agresión verbal 3.- Restringir el uso de la 
palabra. 

4.- Ridiculizar, 
descalificar, faltas de 
respeto 

5.- Humillar en público 6.- Publicar Imágenes y 
palabras denigrantes en 
redes sociales y/o notas 
periodísticas. 

7.- Dañar sus materiales 
de campaña, sabotear su 
meetings 

8.- Insultos 
intimidaciones 
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9.- Chantaje. 10-- Difundir 
información privada para 
menoscabar su imagen 

11.- Difundir 
promocionales que 
descalifiquen con base 
en estereotipos de 
género. 

12.- Difamación 

13.- Calumnia. 14.- No ser convocadas a 
sesiones o asambleas. 

15.- Sustitución de tareas 
o funciones relativas a su 
cargo. 

16.- Impedir la 
participación y uso de la 
voz en sesiones o 
asambleas 

17.- Retención de 
información. 

18.- Exclusión de la toma 
de decisiones. 

19.- Privación de oficina, 
material y personal de 
apoyo 

20- Retención de salario 
injustificadamente. 

21.- Impedir el 
desempeño de 
funciones. 

22.- Destrucción o daño 
de bienes. 

23.- Impedir registro a 
candidatura.  

24.- Acoso y 
hostigamiento laboral. 

25.- Encerrar o aislar. 26.- Amenazas con 
objeto o armas. 

27.-impedir asunción del 
cargo.  

28.- Presionar para que 
renuncie al cargo. 

29.- Amenaza de muerte. 30.- Agresiones contra 
familia y amigos. 

31.- Acoso y 
hostigamiento sexual. 

32.- Golpes. 

33.- Ataques o amenazas 
con armas. 

34.- Abuso sexual. 35.- Violación. 36.- Secuestro 

37.- Mutilación. 38.- Feminicidio.   

 

  4.- ¿En el caso de sufrir alguno de los tratos mencionados en este 

cuestionario, denunciaría esos hechos? 

Denunciaría No denunciaría No se 

 

  5.- En su opinión, ¿Con qué frecuencia las mujeres sufren 

algunos de estos tratos, denuncian estos hechos? 

Siempre Casi siempre Casi nunca Nunca.  

 

  6.- ¿Usted está enterada, de que existen autoridades y 

organizaciones que pueden ayudar a las mujeres que sufren de estos tratos? 

Muy enterada Poco enterada da enterada 

 

3.3.3 Análisis de los resultados de las encuestas. 
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En cuanto al cuestionamiento marcado con el numero 1 uno ¿Usted qué tipo 

de actividades desempeña? 

Las mujeres encuestadas respondieron lo siguiente: 

De un universo de 500 (quinientas) mujeres, 104 (ciento cuatro) señalaron que 

realizan actividades de carácter político en general, agrupaciones, organizaciones 

o partidos políticos, representando un 20.80% (veinte punto ochenta puntos 

porcentuales) y el resto de las mujeres, es decir 396 (trescientos noventa y seis), 

lo que representa un 79.80% (setenta y nueve punto ochenta puntos 

porcentuales) contestaron que colaboran en la Administración Pública, Federal, 

Estatal o municipal u organismos autónomos, lo anterior, se puede apreciar en la 

gráfica marcada con el numero uno y que se presenta a continuación.  

Universo 500 mujeres. 

  

 

Con relación al cuestionamiento marcado con el número 2 dos, que consiste 

en: ¿ha recibido por lo menos dos veces alguno de estos tratos, en donde 

desarrollas tus actividades de carácter político? Deberá seleccionar el número 

79.20%

20.80%

GRÁFICA 1
MUJERES EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y 

EN LA POLÍTICA

MUJERES EN LA ADMINISTRACIÓN
PÚBLICA

MUJERES EN ACTIVIDADES
POLITICAS
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y la conducta que usted considera haber recibido. Las mujeres encuestadas 

contestaron lo que a continuación se indica: 

De un universo de 500 (quinientas) mujeres con residencia en el Estado de San Luis 

Potosí, 64 (sesenta y cuatro), lo que representa un 12.80% (doce punto ochenta 

puntos porcentuales), señalaron no haber recibido ninguno de estos tratos, 

restando 436 (cuatrocientos treinta y seis), lo que representa 87.20% (ochenta 

y siete punto 20 puntos porcentuales), del universo restante 436 (cuatrocientos 

treinta y seis) contestaron haber recibido más de una vez estos tratos. 116 (ciento 

dieciséis), lo que representa un 26.61% (veinte seis punto sesenta y uno puntos 

porcentuales) mujeres encuestadas respondieron que los tratos recibidos se 

encuentran marcados con los números entre el número 1 y 13 17, de las encuestadas 

el restantes 320 (trescientos veinte) mujeres, lo que representa un 73.39% 

(setenta y tres punto treinta y nueve puntos porcentuales) respondieron haber 

recibido tratos marcados con los numero del 14 al 39.18 Lo antes expuesto, se puede 

apreciar en las gráficas marcadas con el numero dos y tres, las cuales se presentan 

a continuación: 

 

 
17 1.- Bromas hirientes. 2.- Agresión verbal 3. Restringir el uso de la palabra. 4.- Ridiculizar, descalificar, faltas de respeto 
5.- Humillar en público. 6.- Publicar Imágenes y palabras denigrantes en redes sociales y/o notas periodísticas. 7.- Dañar 
sus materiales de campaña, sabotear su meetings. 8.- Insultos intimidaciones. 9.-Chantaje. 10. Difundir información 
privada para menoscabar su imagen. 11.  Difundir promocionales que descalifiquen con base en estereotipos de género. 
12.- Difamación. 13. Calumnia.  
18 14.- No ser convocadas a sesiones o asambleas.15.- Sustitución de tareas o funciones relativas a su cargo. 16.- Impedir 
la participación y uso de la voz en sesiones o asambleas. 17.- Retención de información. 18.- Exclusión de la toma de 
decisiones. 19.- Privación de oficina, material y personal de apoyo. 20- Retención de salario injustificadamente. 21.- Impedir 
el desempeño de funciones. 22.- Destrucción o daño de bienes. 23.- Impedir registro a candidatura. 24.- Acoso y 
hostigamiento laboral.25.- Encerrar o aislar. 26.- Amenazas con objeto o armas. 27.-impedir asunción del cargo. 28.- 
Presionar para que renuncie al cargo. 29.- Amenaza de muerte. 30. Agresiones contra familia y amigos. 31.- Acoso y 
hostigamiento sexual. 32.- Golpes. 33.- Ataques o amenazas con armas. 34.- Abuso sexual. 35. Violación. 36.- Secuestro 
37.- Mutilación. 38.- Feminicidio. 
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Por lo que toca a la pregunta marcada con el numero 3 tres, la cual se hizo 

consistir en ¿Conoces alguna amiga conocida o familiar que haya recibido por 

lo menos dos veces alguno de estos tratos, en donde desarrolla sus 

actividades de carácter político?, en caso de no saber mencionarlo. Del universo 

de 500 mujeres cuestionadas, al respecto un grupo de 182 (ciento ochenta y dos) 

12.80%

87.20%

GRÁFICA 2 

MUJERES QUE NO HAN
RECIBIDO MALOS TRATOS
(64)

MUJERES QUE SI HAN
RECIBIDO MALOS TRATOS
(436)

26.61%

73.39%

GRÁFICA 3

LISTA DE 1 A 13 (116)

LISTA DE 14 A 39 (320)



67 
 

lo que representa 36.40% (treinta y seis punto cuarenta puntos porcentuales) 

indicaron que no conocen que alguna mujer con la que tienen vínculos de amistad 

o familiar, o son conocidas que hayan recibido alguno de los tratos que en este 

documento se han mencionado, por lo el contrario, 318 (trescientos dieciocho) de 

las encuestadas, lo que representa un 63.40% (sesenta y tres punto cuarenta 

puntos porcentuales) señalaron que si conocen a amigas familiares o conocidas, 

que han sufrido por lo menos dos veces los tratos multicitados, lo esgrimido 

anteriormente se puede observar en la gráfica marcada con el número cuatro, la 

cual se presenta a continuación: 

 

 

Dentro del universo de 318 (trescientos dieciocho) encuestadas que relataron que 

personas vinculadas a ellas, 104 (ciento cuatro) indicaron que las conductas 

recibidas se encuentran marcadas dentro de los números 1 al 13, lo que representa 

un 32.70% (treinta y dos punto setenta puntos porcentuales) y las restantes 214 

(doscientos catorce) contestaron que las conductas percibidas se encuentran 

dentro de los números del 14 al 39, lo que representa un 67.20% (sesenta y siete 

punto veinte puntos porcentuales), lo esgrimido con antelación, se puede 

36.40%

63.60%

GRÁFICA 4

NO CONOCEN A MUJERES
QUE HAYAN SUFRIDO
MALOS TRATOS (182)

SI CONOCEN A MUJERES
QUE HAN SUFRIDO MALOS
TRATOS (318)
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apreciar en la gráfica marcada con el número cinco y que a continuación se 

presenta.  

 

 

En lo concerniente al cuestionamiento marcada con el número 4, el cual 

consistió en ¿En el caso de sufrir algún de los tratos mencionados en este 

cuestionario, denunciarías esos hechos?, al respecto del universo de 500 

(quinientas) mujeres encuestadas, 221 (doscientos veintiún) indicaron que si 

denunciarían, lo que representa un 44.20% (cuarenta y cuatro punto veinte 

puntos porcentuales), por su parte 81 (ochenta y uno) indicaron que no 

presentarían alguna denuncia, lo que representa un 16.20% (dieciséis punto 

veinte puntos porcentuales), por su parte 198 (ciento noventa y ocho) que no 

saben, si en el caso de ser violentadas, presentarían algún escrito denunciando los 

hechos, lo que representa un 36.60% (treinta y seis punto sesenta puntos 

porcentuales), lo anterior se puede apreciar en la gráfica marcada con el 

número seis y que se presenta a continuación.  

32.70%

67.30%

GRÁFICA 5

LAS CONDICIONES
RECIBIDAS POR SUS
CONOCIDOS 1 AL 13 (104)

LAS CONDICIONES
RECIBIDAS POR SUS
CONOCIDOS 14 A 39 (214)
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Por lo que respecta, al cuestionamiento marcado con el número 5, el cual se 

hizo precisar en: En su opinión, ¿Con qué frecuencia las mujeres sufren 

algunos de estos tratos, denuncian estos hechos?, del total de las 500 mujeres 

encuestadas, 12 (doce) señalaron que un su opinión, en el supuesto de actos que 

pudieran constituir actos de violencia política en razón de género, lo que representa 

un 2.4% dos punto cuarenta puntos porcentuales) siempre denuncian, por su 

parte 79 (setenta y nueve) manifestaron que de acuerdo a su criterio casi siempre 

denuncian las mujeres que pudieran ser violentadas políticamente en razón de 

género, 15.80% (quince punto ochenta puntos porcentuales), por el contrario 

104 (ciento cuatro) declararon que de acuerdo a su percepción, por los tratos a que 

no hemos venido refiriendo casi nunca se denuncian, lo que representa un 20.80% 

(veinte punto ochenta puntos porcentuales), por último 305 (trescientos cinco) 

encuestadas, relataron que de acuerdo a su percepción nunca denuncian este tipo 

de conductas que pueden desencadenar violencia política en razón de género, lo 

que representa un 61% (sesenta y uno puntos porcentuales), la información 

anteriormente referida, se puede apreciar en la gráfica número siete y que a 

continuación se presenta. 

 

44.20%

16.20%

36.60%

GRÁFICA 6

SI DENUNCIARON (221)

NO DENUNCIARON (81)

NO SABEN (198)
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En cuanto a la pregunta señalada con el numeral 6, ¿Usted está enterada, de 

que existen autoridades y organizaciones que pueden ayudar a las mujeres que 

sufren de estos tratos? Del universo de 500 mujeres encuestadas, 19 (diecinueve) 

respondieron que se encuentran muy enteradas, lo que representa un 3.80% (tres 

punto ochenta puntos porcentuales), por su parte 126 (ciento veintiséis) de las 

encuestadas dieron estas poco enteradas, lo que representa un 25.20% 

(veinticinco punto veinte puntos porcentuales), por ultimo 355 (trescientos 

cincuenta y cinco) de las encuestadas respondieron estar nada enteradas, todo 

ello en atención al conocimiento de la existencia de autoridades y organizaciones 

que pueden auxiliar a las mujeres que han sufrido alguna modalidad de la violencia 

política en razón de género, lo que representa un 71% (setenta y un puntos 

porcentuales), la información antes señalada, se puede observar en la gráfica 

marcada con el número ocho que a continuación se presenta.  

2.40%
15.80%

20.80%61%

GRÁFICA 7

CREEN QUE SIEMPRE
DENUNCIAN (12)

CREEN QUE CASI SIEMPRE
DENUNCIAN (79)

CREEN QUE CASI NUNCA
DENUNCIAN (104)

NUNCA DENUNCIAN (305)
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3.4 CONCLUSIONES FINALES. 

Una vez que hemos llegado a esta parte de la investigación y de acuerdo a lo 

esgrimido en los capítulos uno y dos, el autor arriba a las siguientes  

3.4.1 Conclusiones, con relación al marco teórico se precisan a continuación:  

➢ Cualquier forma de violencia es alterar la esfera jurídica de la persona, la cual 

puede ser patrimonial, social, cultural y emocional, entre otras, lo anterior, por 

consecuencia es una transgresión a la norma jurídica. 

➢ La comisión de violencia de una persona en contra de otra u otras, transgrede 

normas de carácter moral, religioso, social y sobre todo jurídico. 

➢ La norma jurídica deviene de la ciencia jurídica que es el derecho, la palabra 

proviene del vocablo latino directum, que significa no apartarse del buen 

camino, seguir el sendero señalado por la ley, lo que se dirige o es bien 

dirigido.  

➢ Se entiende por Derecho, conjunto de normas jurídicas, creadas por el 

estado para regular la conducta externa de los hombres y en caso de 

incumplimiento está prevista de una sanción judicial.    
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➢ Violencia en cualquiera de sus modalidades, provoca una violación a la ley, 

que afecta a las personas y que tiene como consecuencia, desde multas 

hasta pena privativa de la libertad, dependiendo de las circunstancias 

especiales de cada caso en concreto.  

➢ El Estado debe prevenir, sancionar y erradicar la violencia en contra de las 

mujeres, desde cualquier ámbito el cual puede ser en el ámbito social, 

cultural y político, entre otros.  

➢ Desde el primitivo, la violencia ha sido estudiada destacando distorsión del 

comportamiento humano en detrimento o perjuicio de sus semejantes. lo cual 

produce afectaciones en la integridad, en sus creencias, decoro, honra, 

reputación y/o cualquier menoscabo que sufra la víctima.  

➢ A través del tiempo y del espacio, han existido grandes diferencias, entre los 

hombres y las mujeres, e incluso se consideraban superiores los varones 

sobre las mujeres, por tanto, actos constitutivos de violencia en contra de las 

mujeres, que en la época remota eran justificados.  

➢ En México, la desigualdad entre hombres y mujeres prevaleció hasta 

después del movimiento de independencia, posterior a ello, fueron números 

sucesos que originaron cambios sociales, políticos y jurídicos, que 

propiciaron el debate sobre los derechos de las mujeres y en particular los 

político-electorales.  

➢ La violencia política de género puede definirse como toda acción, conducta 

u omisión, cometida directamente por el agresor o a través de otro (s), la cual, 

en razón a su género, produzca daño, menoscabo o afectación, a una o 

varias mujeres, y que tenga por objeto o resultado privar, impedir o anular el 

reconocimiento goce o disfrute del ejercicio de sus derechos políticos. Esta 

definición, construida a partir de diversos instrumentos internacionales y 

legislaciones nacionales, incorpora elementos esenciales que permiten 

distinguir esta forma específica de violencia. 
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➢ Las características distintivas de la violencia política de género incluyen: su 

motivación específica basada en estereotipos de género; su objetivo de 

limitar o anular la participación política femenina; su manifestación en 

espacios públicos y privados relacionados con la actividad política; y su 

impacto diferenciado sobre las víctimas directas y el conjunto de mujeres en 

política. 

➢ En torno a la violencia que sufren las mujeres en cuanto al aspecto político, 

grandes tratadistas han definido la violencia política en razón de género, la 

cual también ha sido denominada como la violencia contra las mujeres en 

política, acoso político o violencia política contra las mujeres, supone una 

serie de decisiones, acciones y conductas que afectan el acceso o el ejercicio 

de los derechos político-electorales de las mujeres u otras personas por su 

condición de género. 

➢ De lo anterior, surge un concepto más amplio que define a la violencia política 

en razón de género, como aquellos comportamientos dirigidos 

específicamente contra las mujeres por ser mujeres, con el propósito de que 

abandonen la política, al presionarlas para que renuncien a ser candidatas o 

a un cargo público o bien como la distribución sexuada del poder y la 

utilización consciente o inconsciente de cualquier medio que se tenga a 

disposición para preservarla. 

➢ La justicia electoral juega un papel clave en la protección de los derechos 

político-electorales de las mujeres, ya que con sus decisiones pueden llenar 

lagunas y vacíos, que son resultado de que las personas legisladoras 

deciden no legislar o prefieren dejar a la interpretación de las juezas y los 

jueces, así lo han sostenido grandes tratadistas. 

➢ En la Literatura especializada se pudo constatar que el Estado resulta un 

actor clave que puede cambiar las condiciones de manipulación, el 

comportamiento evasivo o las simulaciones que las élites partidistas realizan 

de las reglas de género.  
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➢ Las autoridades electorales administrativas y jurisdiccionales, son quienes 

pueden transformar los incentivos, las condiciones estructurales e incluso 

prevenir las prácticas que violentan las reglas, así como las que no son 

ilegales, pero que los actores políticos ejercen, aceptan y legitiman cuando 

compiten en la arena política, muchas veces para no cumplir con lo que 

establecen las reglas formales que protegen los derechos de las mujeres.  

➢ El Estado por medio de sus instituciones y la justicia electoral se han 

convertido en aliados clave para impulsar avances en la protección de los 

derechos y para llenar las lagunas y los vacíos que dejan quienes legislan 

cuando se trata de poner límites a sus propias actuaciones en materia de 

igualdad de género; mientras que, en otros momentos, precisamente la 

justicia electoral puede ser uno de sus principales obstáculos debido a que 

no aplican criterios que resuelvan los casos con perspectiva de género ni 

piensan en criterios normativos que respeten el principio pro persona. 

➢ Los Estados deben adoptar legislaciones o normativas que reconozcan, 

conceptualicen, y sancionen la violencia política de género. Lo anterior, debe 

provocar la modificación de las normas jurídicas existentes, además de 

aprobar normas específicas novedosas sobre el tema en particular.  

➢ En la presente investigación quedó precisado que las medidas legislativas 

deben contener varios presupuestos tales como la definición precisa del 

supuesto jurídico, el encuadre de la conducta u omisión respectiva; el 

establecimiento de sanciones proporcionadas al hecho u omisión imputada; 

la creación de procedimientos especializados; y señalar claramente que 

autoridad resulta competente para casa caso específico.  

3.4.2 Conclusiones, con relación al marco metodológico. 

➢ El instituto Nacional de las Mujeres, publicó, en el año 2020 un documento 

intitulado Informe del Índice Nacional de Paridad Política a nivel local Cuarto 

Encuentro de Observatorios Locales de Participación Política de las Mujeres, 

en el cual participaron los organismos locales observadores de la 
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participación política de las mujeres, En el cual informa datos estadísticos 

que revelan la participación de las mujeres en diversos ámbitos y en distintas 

circunstancias en todas las entidades federativas de la república mexicana.  

➢ En el documento de referencia, se hace mención que el Índice Nacional de 

Paridad Política en el ámbito Local, es el resultado del compromiso del 

Instituto Nacional de las mujeres (INMUJERES) por generar sinergia entre el 

Observatorio Nacional y los treinta y dos Observatorios Locales de 

Participación Política de las Mujeres. Con esto, se impulsó una agenda 

común entre los Observatorios, con la finalidad de identificar los distintos 

escenarios políticos en los que participan las mujeres, con el propósito de 

establecer acciones específicas para promover la paridad en todo (con la 

garantía de que la participación política de las mujeres sea libre de violencia 

y discriminación). 

➢ En instrumento antes mencionado se documentó, en la que se evidenció que 

el estado de Zacatecas fue quien adquirió el puntaje el más alto en la 

participación de las mujeres en la política, la entidad con más baja partición 

de las mujeres en política fue Jalisco, por su parte San Luis Potosí ocupó el 

numero quince de las treinta y dos entidades federativas analizadas, por lo 

tanto, el autor advierte que es necesario realizar acciones que incrementen 

la participación activa de las mujeres en la política. 

➢ Por lo que respecta a las encuentras aplicadas a un grupo de mujeres en el 

estado de San Luis Potosí, arrojaron los siguientes resultados: De un 

universo de 500 mujeres, 104 dijeron que realizar actividades de carácter 

político en general, y las 396 contestaron que colaboran en la Administración 

Pública, Federal, Estatal o municipal u organismos autónomos, de lo anterior, 

se concluye que las es un número muy considerable de las mujeres que se 

encuentran dentro de la administración pública.  

➢ En el cuestionamiento con relación al hecho de haber recibido algún trato 

que pudiera considerarse como presunto acto violencia, del universo de 

encuestadas, 64 mujeres señalaron no haber recibido malos tratos que 
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pudieran considerarse como presunta violencia en contra de la mujer por 

razón de género, 436 mujeres por el contrario afirmaron haber recibido tratos 

que pudieran considerarse presuntamente hechos constitutivos de violencia 

política en razón de género.   

➢ En el supuesto de recibir algún trato que puede ser considerado como hecho 

de violencia política en razón de género, de un universo de 500 mujeres, 221 

respondieron que si denunciarían, 81 que no lo harían y 198 que saben si lo 

harían. Lo anterior, es un indicador debido al desconocimiento del tema, no 

tienen claro, si denunciarían en un caso hipotético. 

➢ En la encuesta practicada a 500 mujeres, solo 19 afirmaron estar muy 

enterada de las Instituciones o Autoridades que les puedan brindar apoyo, en 

el supuesto de recibir algún trato que pudiera tipificarse como violencia 

política en razón de género, 126 respondieron estar poco enteradas y un gran 

total de 355 mujeres señalo estar nada enteradas, de lo anterior, es de 

concluirse que es necesario información referente a la violencia política en 

razón de genero  
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3.5 RECOMENDACIONES 

Con el propósito de contribuir a la erradicación, sanción, y no repetición del acto u 

omisión que pudiera constituir violencia política en razón de género, en primer lugar, 

debe atenderse la prevención. 

Un elemento toral en la transformación cultural.  

La prevención primaria de la violencia política de género, debe estar encaminada a 

la transformación de conductas histórico culturales, que continúan provocado la 

discriminación y violencia contra las mujeres en el aspecto político, puesto que tal 

fenómeno obstaculiza e impide participación activa en la política por parte de las 

mujeres. 

Independientemente de la prevención, se debe evitar la comisión de este tipo de 

violencia, y en el caso de que suceda, debe ser resarcida la víctima en sus derechos 

perpetrados, por lo que se recomienda:  

➢ Realizar eventos y/o cursos y/o conferencias y/o platicas que tengan como 

objetivo primordial la sensibilización de la comunidad, a efecto de se den a 

conocer tópicos de identificación, sanción y actos de no repetición de las 

conductas lesionantes.   

➢ Que, en el sector educativo, federal, local y municipal, se incluyan programas 

académicos, que fomenten la igualdad de género, y la no violencia política 

en razón de género.  

➢ Cursos de capacitación por parte de institutos políticos, entes 

gubernamentales y sociedad civil, para las mujeres en particular y para todas 

las personas que se desenvuelven en el ámbito político, conozcan temas 

teóricos y prácticos con relación a la violencia política en razón de género. 

➢ Impartición de cursos y/o conferencias y/o platicas relacionado con la 

identificación temprana de circunstancia de riesgo y la implementación de 

mecanismos de protección previa a la materialización de la violencia, o en el 

supuesto de que ya exista se impida se agrave.  
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➢  Evitar que las víctimas de violencia política de género enfrenten nuevas 

agresiones y que los violentadores continúen realizado tales conductas. 

➢ Dar a conocer, por medio de información digital o física, los mecanismos de 

reparación deben proteger a la víctima tanto en lo individual como en lo 

colectivo, cuyo cometido no solo sea reparar el daño causado a las víctimas 

mujeres, además de prevenir eventos nuevos, así como la promoción 

modificaciones que cumplan con los objetivos plasmado en la normativa 

correspondiente. 

➢ Proponer a los Congresos de la Unión, locales y en particular el de San Luis 

Potosí, por medio de instrumentos jurídicos que procuren el establecimiento 

de un sistema que sancione de manera plena, es de vital importancia para la 

prevención de la violencia política de género. Las sanciones deben ser 

proporcionadas, efectivas y sobre todo conminar al sancionado a no repetir 

la conducta, en el caso de existir, fortalecer su aplicación en coordinación de 

con autoridades competentes.  

➢ Organizar e impartir eventos y/o cursos y/o conferencias y/o platicas, en los 

cuales se dé a conocer que, quien fue víctima de violencia política de género, 

tiene derecho a una reparación integral del daño, que las cosas regresen al 

estado en que se encontraban antes de la comisión de la violencia de género 

y que se respete el derecho de la víctima que fue impedido o limitado por 

parte del agresor. 
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